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ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
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1. CONCEPTOS GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
�

�

La Administración Pública en general. 
�

�
La definición de Administración Pública es un tema en el que los teóricos 

aún no han llegado a un consenso. El problema central que impide el 
establecimiento de una definición consensual es la complejidad del objeto de 
estudio, ya que la Administración Pública está constituida por múltiples elementos, 
cada uno de los cuales presenta una dinámica y complejidad propias. Al problema 
antes señalado se agrega el hecho de que la Administración Pública es una 
disciplina relativamente nueva y que, por lo tanto, su estudio científico y 
sistemático es relativamente reciente. Lo anterior lleva a que el problema de la 
definición del concepto sea adoptado desde distintos aspectos. Considerando los 
distintos aspectos pueden proponerse las siguientes definiciones tentativas: 

�
1) Diccionario de la Real Academia de Lengua Española, la define desde dos 
enfoques: 

�
a) Actividad "acción del gobierno al dictar y aplicar las disposiciones 

necesarias para el cumplimiento de las leyes y para la conservación y fomento de 
los intereses públicos, y el resolver las reclamaciones a que dé lugar lo mandado". 

�
b) Estructura orgánica: "conjunto de organismos encargados de cumplir 

esta función" 
�
2) Como ciencia: área de investigación intelectual o disciplina de estudio: dentro 
de esta categoría se puede citar la definición propuesta por Luther Gulick: "es 
aquella parte de la ciencia de la administración que tiene que ver con el gobierno 
y, por lo tanto, se ocupa principalmente de la rama ejecutiva, donde se hace el 
trabajo del gobierno, aunque evidentemente hay problemas administrativos 
también en relación con las ramas legislativa y judicial. La Administración Pública 
es, pues, una división de la ciencia política y una de las ciencias sociales." 

�
3) Como arte: arte de la administración aplicada a los asuntos del Estado. 

�
4) Concepción orgánica: conjunto de organismos o instituciones creados por el 
Estado para satisfacer las necesidades públicas. Mecanismo que  el  gobierno 
utiliza para la ejecución práctica de sus planes y programas. 
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5) Actividad: actividad que el Estado realiza para atender y satisfacer las 
necesidades públicas y dar cumplimiento a los fines públicos, a través del conjunto 
de organismos o instituciones que componen el poder ejecutivo. 

�
La administración pública se distingue de la administración convencional por la 
existencia de los siguientes elementos característicos: 

�
1) Fines públicos: la razón de ser de la administración pública es la satisfacción de 
fines generales de la sociedad. 

�
2) Personal público: las personas que la integran tienen un carácter jurídico y 
social distinto, ya que son funcionarios públicos que se rigen por normas 
especiales. 

�
3) Patrimonio público: los recursos con que se lleva a cabo son propiedad de la 
Nación. 

�
4.) Función pública: denominación especial que adquieren las actividades 
desarrolladas por la administración pública. 

�
5) Autoridad pública: tipo de autoridad que se ejerce en el ámbito de la 
administración pública, y que se diferencia de la autoridad convencional por su 
origen y alcance. 

�
6) Responsabilidad pública: la administración pública es responsable de sus actos 
ante toda la comunidad. 

�
7) Estatuto normativo: la administración pública es regulada por una serie de 
normas y regulaciones específicas contenidas en estatutos especiales. 

�
�
�

La Administración y Derecho. 
�

�
Administración, en general, implica la idea de gestión, de manejo de 

intereses. Supone una cierta actitud racional, un plan, un orden, una elección de 
medios tendientes a obtener fines predeterminados. En lenguaje doméstico se 
dice que una persona es un buen administrador de sus bienes cuando realiza una 
adecuada dosificación de ellos a las necesidades que tiene, obteniendo, además, 
un incremento de su peculio. 

�
Etimológicamente el vocablo administración tiene varias raíces, a saber: 

�
- “Ad manus trahere”: gestionar intereses. 
- “Ad ministrare”: a servir. 
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Ambas raíces conllevan la idea de servicio y de gestión no sólo de los 
propios intereses sino que principalmente de los negocios e intereses ajenos y, 
además, la noción de subordinación expresada en la palabra “minus”, o sea 
menor, esto es, de quien administra por otros los intereses o bienes que éstos 
pudieren tener subordinándose a sus instrucciones. Por lo tanto, el administrador 
sería aquel que está al servicio de otros (“dominus”, dueño de bienes e intereses) 
y subordinado a éstos con la finalidad de cuidar y manejar sus negocios o 
patrimonio. 

�
Por otra parte, la gestión de intereses ajenos puede recaer no sólo en 

intereses individuales, sino que también en intereses colectivos, concernientes a 
un grupo o a varios grupos, siendo necesario el empleo de diversos medios de 
gestión, y de una organización de mayor complejidad, destinada a optimizar los 
recursos en pro de la satisfacción de las necesidades. Este es el caso de una gran 
empresa como puede ser un banco comercial que, constituido bajo la forma de 
sociedad anónima requiere de una organización adecuada para la consecución de 
sus objetivos. En él y en todas las empresas que dicha forma jurídica, los dueños 
o titulares de los bienes e intereses son los accionistas, generalmente numerosos 
y cuyo órgano de expresión es la ASAMBLEA, órgano privado de la administración 
directa del patrimonio de la sociedad. Dentro de esta estructura organizada 
cumple un rol de gran importancia el CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN, ente 
colegiado y resolutivo (no operativo), designado al efecto por la Asamblea cuya 
función principal es velar por la ejecución y cumplimiento de los acuerdos por ella 
adoptados. De la naturaleza y carácter de estos órganos se desprende la 
necesidad y la razón de existir de un ente operativo, denominado por lo general 
GERENTE encargado de ejecutar las políticas de la sociedad, dadas por la 
Asamblea; de concretar las resoluciones del Consejo, desde un punto de vista 
práctico y cotidiano, y de dirigir la estructura burocrática necesaria para el 
desarrollo de las labores empresariales propiamente tales, entre otras. 

�
El cuadro descrito anteriormente se asemeja a la estructura de un Estado 

(Parlamento, Ejecutivo, Ministros de Estado y Funcionarios Públicos), más aún si 
el tamaño y envergadura de la empresa es mayor y más compleja, pues entonces 
el capital suele dividirse en gran cantidad de accionistas que ven diluida su 
influencia en las decisiones de la sociedad, quedando en una situación similar a la 
de un ciudadano frente a un Estado poderoso. 

�
Siguiendo con esta comparación, es necesario hacer presente que en el 

seno de todo Estado y de toda gran empresa existen grupos de presión, líderes 
(positivos y negativos), corrientes determinadas y diversas tensiones entre éstas 
y, dentro de esta perspectiva, la burocracia empresarial adolece de las mismas 
falencias que la estatal. 



Instituto  Profesional  Iplacex  

�

�
5 

�

Sin embargo, la idea de ADMINISTRACIÓN adquiere otra connotación 
cuando recae sobre intereses colectivos relativos a las exigencias básicas de la 
comunidad toda, sea porque se relacionan con su subsistencia, con su progreso o 
desarrollo o con intereses generales de la misma y con los medios técnicos y 
económicos adecuados para la consecución de fines tendientes a satisfacer 
dichos intereses. Se trata, por ejemplo, de la salud de la población, de su 
educación, de los medios de transportes y telecomunicaciones, etc., todos ellos 
son intereses relevantes, que deben ser satisfechos con los recursos comunes. Es 
aquí donde surge la figura de la ADMINISTRACIÓN como función del Estado 
promotor del bien común, esto es, de quien distribuya los recursos y los aplica a 
cada una de las necesidades existentes para su satisfacción; y que sean 
calificadas de públicas. 

�
La administración de una empresa o sociedad anónima busca la atención y 

satisfacción de los intereses societarios que, por su naturaleza, sólo son comunes 
a una parte de la comunidad, a aquella que integra la empresa o sociedad de que 
se trate. Por la misma razón, esos intereses serían, particulares o privados, 
limitados, por lo general, a la obtención de mayores utilidades o ganancias, en 
contraposición a públicos o generales, cuya satisfacción corresponde, en 
definitiva, al Estado. 

�
En cambio, como se dijo precedentemente, cuando se trata de intereses 

públicos, debe propenderse a su completa satisfacción con miras a la obtención 
del bien común, esto es, del bienestar de todos y cada uno de los miembros de la 
comunidad; lógico es, entonces, que su administración sea también pública, en 
cuanto está destinada a satisfacer intereses globales y no parciales, que 
ciertamente han de primar sobre estos últimos, con arreglo al ordenamiento 
jurídico. 

�
Administración Pública y Administración Privada.1 

�

�
Podríamos, desde luego, denominar Administración Pública a la que tiene 

lugar en el Estado como parte de su organización y actividad, en oposición a la 
administración privada, que corresponde a la actividad organizada de los 
particulares en orden a conseguir un fin material o ideal que los aúne. 

�
Los fines de una y otra son diferentes. Enmarcada la Administración Pública 

dentro del Estado, no puede sino estar enderezada hacia el bien común, dando 
satisfacción a las necesidades colectivas que se hayan puesto a su cargo. El 
interés que mueve a los particulares en su empresa administrativa es, por la 

�
1 Manuel Daniel Argandoña. “La organización administrativa en Chile. Bases 
fundamentales”. Editorial Jurídica de Chile. 1982. 
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inversa, personal, aunque esté ligado a fines ideales y no necesariamente a un 
lucro, y aun cuando en ocasiones coincida en el hecho con el interés general. “El 
panadero asegura la satisfacción de la necesidad del pan, que es fundamental en 
la colectividad...; pero no es el cuidado desinteresado de alimentar a los 
hambrientos lo que ha dictado su vocación, sino la intención – por lo demás 
enteramente legítima – de ganarse la vida vendiendo pan”2

 
�

Hay – o puede haber – necesidades de la comunidad cuya atención puede 
ser prestada por particulares o empresarios privados; pero desde el momento en 
que el Estado, como gerente del bien común, decide atenderlas o satisfacerlas 
porque hay interés público comprometido en ello, tales necesidades son públicas y 
el respectivo “servicio” será prestado por los órganos estatales determinados para 
este fin. 

�
Los fines, pues, son distintos. Pero, por lo mismo, los medios de que una y 

otra Administración puede valerse para obtenerlos difieren también 
fundamentalmente. 

�
Por una parte, la Administración Privada aparece con mucha más 

flexibilidad en su acción, y su adaptabilidad al medio – eminentemente variable – 
es también más fácil y fluida, cumpliéndose en ella con mayor soltura el principio 
técnico según el cual toda Administración debe responder oportunamente y con 
agilidad a los requerimientos que se le formulen; y ello es así porque, siendo 
actividad de y entre particulares, en la medida en que se desenvuelvan dentro los 
marcos de lo no prohibido rige para ellos el principio de la libertad o autonomía de 
la voluntad. Es el ámbito del Derecho Privado, cuya figura más característica es el 
contrato, que supone la igualdad jurídica entre las partes. 

�
Pero, por otra parte, la Administración Pública goza de prerrogativas o 

potestades que le permiten imponer sobre los administrados sus decisiones aun el 
su consentimiento de los interesados, porque debe hacer prevalecer el interés 
público a ella confiado sobre el mero interés de los particulares, muchas veces a 
pesar y en contra de la voluntad de quienes son los afectados por su acción, que 
de otro modo la enervarían. La figura típica de su actividad es por eso el acto 
unilateral e imperativo y no el contrato, aun cuando puede recurrir también a este 
procedimiento en el logro de sus objetivos. Sus órganos son públicos y se hallan 
así constreñidos a  actuar sólo mediante habilitación legal previa y bajo 
condicionamientos que el ordenamiento jurídico les impone. 

�

De esta divergencia sustancial en los fines y en los medios de acción deriva 
consecuencialmente la diferencia que ofrecen sus respectivas regulaciones, tanto 

�
2 J. Rivero Droit Administratif (3ème éd.), Dalloz, París. 1967. 
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en cuanto se refiere a su actividad física o jurídica como en sus elementos 
orgánicos (humanos: empleados o funcionarios; materiales: patrimonio, recursos). 
Así el acto administrativo, el estatuto funcionario, los bienes y el presupuesto 
público son objeto de regulación por el Derecho Público Administrativo y no por el 
Derecho Común aplicable a la actividad de la empresa privada; sin perjuicio por 
cierto, de la sujeción que esta última deba a las normas imperativas de la 
Administración y sin perjuicio, además, del reenvío al Derecho Privado que se 
contemple expresamente, en ocasiones, dentro de la normatividad que rige para la 
Administración Pública. 

�

�

Concepto orgánico y concepto material de Administración. 
�

Toda Administración, sea pública o privada, presenta, según sea la 
perspectiva desde que se la observe, dos aspectos: orgánico el uno y material el 
otro. Ha de haber, en efecto, una estructura o complejo orgánico que “administre” 
y una actividad destinada a “administrar”. Dada la naturaleza de la Administración 
Pública, esta doble visión permite captar mejor sus características propias. 

�
Si la Administración Pública es parte del Estado, que es en sí “una 

organización institucionalizada”3, ha de estar ella constituida, en este contexto 
global, por un conjunto de órganos llamados a conducir y ejecutar las tareas 
administrativas, Subjetiva u orgánicamente, pues, la Administración Pública “es 
una estructura orgánica, un ente o complejo de entes al que el ordenamiento 
jurídico le atribuye la función de administrar”4

 
�

Pero surge inmediatamente la interrogante: ¿qué es administrar? 
Responderla implica desentrañar el contenido de la administración pública en 
cuanto a actividad, es decir, su concepto material u objetivo y no ya subjetivo u 
orgánico. El problema es complejo y doctrinariamente polémico. 

�

En verdad, las funciones denominadas esenciales en un Estado 
contemporáneo pueden distinguirse por su materialidad: la legislativa se traduce 
en la creación de las normas que han de regir a la comunidad; la jurisdiccional, en 
asegurar el cumplimiento de las normas, declarando el derecho en casos 
controvertidos y sancionando su violación; la ejecutiva, en la ejecución de las 
normas así creadas y aseguradas para dar satisfacción a las necesidades 
públicas. ¿Se confunde entonces la actividad administrativa con la ejecutiva?. Su 
contenido no es rigurosamente idéntico. Aunque en gran medida aquélla signifique 
la ejecución de normas superiores y su concreción en casos determinados – 
diferenciándose (en este sentido de ejecución) de la actividad legislativa, que es 

�
3 J.R. Dromi, “Instituciones de Derecho Administrativo”, Astrea, Buenos Aires, 1973, 47. 
4 Ibídem, 158. 
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abstracta e impersonal- no siempre la Administración consiste en “actuar” la ley en 
casos concretos, sino que también en dictar normas generales, como los 
reglamentos, que son actos de la Administración; comprende, asimismo, la 
resolución de conflictos, si bien dentro de su propio ámbito, mediante recursos y 
decisiones, y cubre una amplia gama o zona en la acción del Estado, ya en el 
plano meramente fáctico (operaciones y hechos materiales), ya en el plano jurídico 
(hechos, actos, contratos). No se agota la administración en su expresión jurídica, 
como es el caso de la legislación con la ley y de la jurisdicción con la sentencia, 
sino que se extiende a la realización práctica y material de sus cometidos. 

�
Aún cuando – como en la actividad jurisdiccional- mediante la 

administración se apliquen normas jurídicas a casos concretos, su objetivo no es, 
como en aquélla, el de hacer respetar el derecho, sino el de dar satisfacción a las 
necesidades cuya atención se ha puesto a su cargo, con sujeción, por cierto, al 
ordenamiento jurídico. 

�
Hay quienes, por todo lo dicho5, califican el contenido de la actividad 

administrativa como residual, comprensiva de todo aquello que, material y 
orgánicamente, no esté delimitado en la función legislativa o en la función 
jurisdiccional, concepción que estaría avalada por la evolución histórica y política, 
al haber ido desgajando del poder absoluto la justicia y, después de la Revolución 
Francesa, la legislación, surgiendo los tres poderes clásicos y quedando el 
ejecutivo, como sucesor del monarca, con un carácter residuario y con funciones 
heterogéneas y múltiples. 

�
Por otra parte, debe reconocerse que la realidad presenta como necesaria 

para el debido cumplimiento de las funciones básicas de los órganos de 
legislación y de jurisdicción cierta actividad de carácter administrativo, como los 
actos relativos a su organización y a su personal. 

�
Con todo, es indudable que la función destinada a dar satisfacción de un 

modo permanente y concreto a las necesidades públicas, mediante actos o 
hechos jurídicos y materiales, de acuerdo con el ordenamiento jurídico, está 
radicada, en los Estados contemporáneos, fundamentalmente en el Poder 
Ejecutivo; pero no constituye toda la actividad de éste, porque le compete también 
la acción política o de gobierno (v. gr., la que se refiere a las relaciones del Estado 
con otros Estados o a las del Poder Ejecutivo con otros Poderes). 

�

En resumen, se entiende hoy día a la administración como órgano, o sea se 
entiende a la administración pública como complejo orgánico o en el sentido 

�
5 Fernando Garrido Falla, “La Administración Pública como objeto de ciencias jurídicas y 
no jurídicas”, en Revista de Administración Pública Nº 23, 1957, 9 y ss. 
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subjetivo, como organización, esto lo sigue la mayoría de los autores españoles y 
autores chilenos, que siguen la concepción orgánica, o que entienden 
administración no como función sino como órgano o entidad superior, por lo tanto 
en lo que se está de acuerdo que la administración pública, es un complejo 
orgánico, pero aquí viene una nueva distinción porque existen muchos órganos 
públicos, la administración pública es el complejo orgánico que está al servicio del 
gobierno o que está al servicio del Poder Ejecutivo, no es el Poder Ejecutivo, no es 
el gobierno es todo el complejo orgánico que está al servicio del Poder Ejecutivo o 
del gobierno, esto es lo que se va a entender por administración pública y este va 
ser objeto del Derecho Administrativo, por lo tanto no es administración pública 
aquel complejo orgánico o aquel conjunto de órganos que está al servicio del 
parlamento, no forma parte de la administración pública a pesar de que se aplican 
normas bastante similares, ni tampoco lo es aquel conjunto de órganos y de 
funcionarios que está al servicio jurisdiccional o judicial, aun cuando materialmente 
sea muy similar, además esto permite excluir dos tipos de administraciones 
públicas que no son parte de la administración pública, por ejemplo las 
administraciones públicas extraestatales – la iglesia – y también se deben excluir 
las entidades supraestatales – como las organizaciones internacionales – están 
son entidades de derecho público, tienen una administración, una burocracia, pero 
no es de interés para nuestro estudio. 

�
Por lo tanto nos quedamos con todo el complejo orgánico que está al 

servicio del gobierno, por lo tanto se debe descartar primero la administración 
pública de gobierno, el gobierno queda afuera, el área del derecho que lo estudia 
es el derecho constitucional, pero luego si se hace una especie de pirámide, hay 
una serie de entidades que son entidades de derecho privado, pero que 
pertenecen al Estado algunas son con fines de lucro, son sociedades anónimas y 
otras son sin fines de lucro, es decir, son corporaciones o fundaciones, es decir, 
hay que descartar a todas estas entidades que se rigen por el derecho privado aun 
cuando pertenezcan al Estado, por lo cual nos queda un grupo intermedio. 

�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�

Realice ejercicios nº 1 y 2 
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�

Administración pública en Chile o administración del Estado. 
�

La administración está vinculada con todos los poderes del Estado, en 
primer lugar está vinculado con el Poder Legislativo, pero en nuestro 
ordenamiento se encuentra en el Congreso Nacional, y está vinculado a través del 
sometimiento pleno a la ley, el principio de legalidad Art. 6 y Art. 7 de la 
Constitución Política de la República. 

�
�

a) Art. 6: “Los órganos del Estado deben someter su acción a la 
Constitución y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el 
orden institucional de la República y garantizar el orden institucional 
de la República. 

Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o 
integrantes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo. 

La  infracción  de  esta  norma  generará  las  responsabilidades  y 
sanciones que determine la ley” 

�
�

Art. 7: “Los órganos del Estado actúan válidamente previa 
investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la 
forma que prescriba la ley. 

Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas 
pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra 
autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido 
en virtud de la Constitución o las leyes. 

Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las 
responsabilidades y sanciones que la ley señale”. 

�
�

En segundo lugar está también vinculado con el Poder Ejecutivo que está 
encabezado por el gobierno y quien encabeza la administración es el Presidente 
de la República Art. 24 de la Constitución y lo ratifica el Art. 1 de la ley Nº 18.575 
de bases generales de la administración del Estado. 
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Art. 24 CPE inc. 1°: “El gobierno y la administración del Estado 
corresponden al Presidente de la República, quien es el Jefe del Estado” 

�

�
Art. 1 Ley N° 18.575: “El Presidente de la República ejerce el gobierno y 

la administración del Estado con la colaboración de los órganos que 
establezca la Constitución y las leyes” 

�

�
�

Y también se vincula con el Poder Judicial porque este poder le 
corresponde la función de controlar el actuar de la administración y esto lo 
confirma el Art. 79 y 38 inciso segundo de la Constitución. 

�
�
�

Art. 76 CPE: “La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de 
resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgad, pertenece exclusivamente a los 
tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el 
Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse a 
causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus 
resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos. 

Reclamada su intervención en forma legal y en negocio de su 
competencia, no podrá excusarse de ejercer su competencia, no podrán 
excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la 
contienda o asuntos sometidos a su decisión. 

Para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar 
los actos de instrucción que determine la ley, los tribunales ordinarios de 
justicia y los especiales que integran el Poder Judicial, podrán impartir 
órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción 
conducentes de que dispusieren. Los demás tribunales lo harán en la forma 
que determine la ley. 

La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el mandato 
judicial y no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o 
legalidad de la resolución que se trata de ejecutar” 

�

�
Art. 38 inciso 2º CPE: “Cualquier persona que sea lesionada en sus 

derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las 
municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, 
sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que 
hubiere causado el daño”. 

�
�

Instituto Profesional Iplacex  
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En alguna medida la administración pública depende del Poder Legislativo, 
al Poder Judicial, pero la administración pública tiene una dependencia  más 
directa y más inmediata respecto del Poder Ejecutivo, respecto del gobierno de él 
depende directamente. 

�
�
�

2. ORGANIZACIÓN JURÍDICA DEL ESTADO CHILENO 
�
�
�

Según el Art. 3 de la CPE: “El Estado de Chile es unitario”, lo que implica que 
el estado administrador es unitario. Este principio tiene expresión en la ley de 
bases a través de: 

�
1) La unidad del mando: Existe una autoridad responsable de la administración 

del estado, la cual de una forma instrumental, actúa con la colaboración de los 
demás órganos que cree la constitución y la ley. 
Esta autoridad es el presidente de la República, así lo señala el Art. 24 Inciso 
1° de la CPE “El gobierno y la administración del Estado corresponden al 
Presidente de la República, quien es el Jefe del Estado” y el Art. 1 inciso 1° de 
la ley 18.575 “El Presidente de la República ejerce el gobierno y la 
administración del Estado con la colaboración de los órganos que establezcan 
la Constitución y las leyes” 

�

2) La unidad estructural: La administración en nuestro país es una sola que 
responde, ya sea en una relación de jerarquía o supervigilancia, al presidente 
de la República. La administración es una sola, la que puede organizarse 
centralizada o descentralizadamente, lo que no resta vigencia al principio de la 
unidad del mando. Este principio lo encontramos en el Art. 3 de la CPE. “El 
Estado de Chile  es unitario, su territorio se divide en regiones. Su 
administración será funcional y territorialmente descentralizada, o 
desconcentrada en su caso, en conformidad con la ley” 

�
3) La unidad de acción: Este principio implica que en su conjunto, pero cada uno 

en lo que corresponda los órganos del estado deben desarrollar su actividad 
con el fin de alcanzar el interés general, a través del principio de la 
competencia. 

�

El principio de la unidad de acción lo encontramos en el Art. 6 y 7 de la CPE y 
Art. 2 de la ley de bases. 

�

a) Dispone el Art. 2 de la ley de Bases: “Los órganos de la Administración del 
Estado someterán su acción a la Constitución y a las leyes. Deberán actuar 
dentro  de  su  competencia  y  no  tendrán  más  atribuciones  que  las  que 
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expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico. Todo abuso o 
exceso en el ejercicio de sus potestades dará lugar a las acciones y recursos 
correspondientes” 

�
Los órganos que integran la administración del estado naturalmente 

deberán actuar en forma coordinada con el objeto de evitar el mal uso o el doble 
uso de recursos en tareas similares o iguales. Este principio se reconoce 
expresamente en el Art. 5 inciso 2° de la ley de bases que obliga a los órganos de 
la administración del estado a ejercer sus cometidos coordinadamente y 
propender a la unidad de acción, de manera que al actuar cada órgano dentro de 
su competencia, debe buscar un mismo fin, evitando conflictos de competencia. 

�
Sistemas de organización administrativa. 

�

�
Cuando hablamos de sistemas de organización administrativa nos referimos 

a un conjunto de normas y principios que estructuran orgánicamente la unidades 
que componen el complejo administrativo, ya sabemos que la administración del 
Estado está compuesto por un sin número o una gran cantidad de personas 
jurídicas y de órganos, incluso la reglas es que existen más órganos que personas 
jurídicas, una persona jurídica puede tener múltiples órganos y la cuestión que 
tenemos que establecer es si este conjunto de órganos y personas jurídicas es un 
conjunto yuxtapuesto, caótico, desordenado de órganos o en realidad este 
complejo orgánico responde a determinados sistemas a una determinada 
estructura, a una determinada organización, para ver esto tenemos que analizar 
cuáles son los diversos sistemas de organización administrativa. 

�
Clasificación de los sistemas de organización administrativa. 

�
Dentro de la clasificación de los sistemas de organización administrativas 

podemos distinguir: 
�

a) Sistema de centralización administrativa. 
b) Sistema de descentralización administrativa 

�
Dentro de este segundo sistema veremos que lo que ocurre es que se 

desplaza en alguna medida la función administrativa, que la descentralización 
puede ser política y administrativa, la descentralización política es propia de los 
estados federales o de algunos modelos que se conocen como modelos 
regionales, en donde no solo se descentraliza es la gestión administrativa, sino 
que se descentraliza el poder, es decir, en que cada unidad territorial se va 
general poder político o poder público, estos modelos de estados se conocen cono 
estados compuestos. 
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Pero nuestra Constitución dice claramente que nuestro Estado es unitario, lo 
dice en su Artículo 3° y por lo tanto su administración será funcional y 
territorialmente descentralizada o desconcentrada en su caso desde el punto de 
vista administrativo, entonces en Chile no puede haber descentralización política 
solo administrativa. 

�
a) Sistema de centralización administrativa 

�
Está constituida por órganos en que es prevalente el principio de jerarquía en 

su ordenación y que actúa con la personalidad jurídica del Estado o una persona 
jurídica común como es el fisco. En el caso de Chile, integran la administración 
centralizada: ministerios, sub secretarios, intendencias, gobernaciones y algunos 
servicios públicos creados para el cumplimiento de la función  administrativa. 
Todos estos órganos actúan bajo la persona jurídica del fisco de Chile. 

�
• Características del sistema centralizado. 

�

�
1) Se caracteriza por que constituye una organización de estructura 

piramidal, es decir, que este complejo orgánico en definitiva llega a una cúspide a 
una cima que está constituida en definitiva por la máxima autoridad que exista 
dentro de esta organización administrativa. 

2) Es la existencia de una relación jerárquica entre todos los órganos y 
funcionarios que forman parte de esta pirámide. 

3) Es que los órganos carecen de personalidad jurídica propia, es decir, 
actúan bajo la personalidad jurídica de la persona que integran. 

4) No tiene estos órganos patrimonio propio. 
�
• Ventajas y desventajas del sistema centralizado. 

�

�
La gran ventaja del sistema centralizado es que permite una acción mucho 

más coordinada y al mismo tiempo uniforme, por que el jefe del servicio si nos 
damos cuenta ejerce un control mucho más directo y mucho más eficaz respecto 
de sus subordinados. 

�
Sin embargo este sistema tiene una gran desventaja s que muchas de las 

decisiones se adoptan bajo una burocracia que existe a nivel central, no 
considerando en muchas ocasiones los intereses locales, este es el gran defecto 
que tiene el sistema centralizado. Sobre todo de un sistema centralizado férreo, 
coordinado y uniforme en su forma de actuar, todos tienen que responder ante el 
jerarca de manera tal que un representante de la administración que no cumple su 
función puede ser sancionado a nivel central, y mantiene una política igualitaria y 
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uniforme dentro de todo el territorio nacional, pero el problema que tiene es que 
muchos de los intereses locales no son conocidos por la autoridad central y la 
autoridad o el delegado que tiene la autoridad central en cada una de estas 
entidades locales si bien puede constatar las necesidades, no tiene el poder, la 
fuerza de adoptar decisiones a fin de resolver estas necesidades o enfrentarlas, 
de tal manera que se realiza un desapego en la actividad que realiza la 
administración y los intereses locales, pueden ser regionales y comunales. 

�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�

Realice ejercicios nº 3 y 4 
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�
b) La descentralización administrativa. 

�

�
La descentralización administrativa surge como consecuencia del 

crecimiento de la función administrativa y especialmente como consecuencia de la 
expansión de la actividad del Estado, a este efecto sean creado diversos 
organismos, organismos ya sea especializados en determinadas materias u 
organismos que deben afrontar o deben asumir intereses locales o regionales, una 
vez que se les entrega a estos organismos estas competencias, se les entrega 
estas materias o estas intereses locales y regionales, se les otorga una serie de 
competencias o potestades, luego de entregar estas competencias o potestades, 
se le atribuye personalidad jurídica y como consecuencia de la personalidad 
jurídica tiene un patrimonio propio. 

�
Y al final se establece que la administración central va a tener solo un 

control de tutela o supervigilancia. 
�
�
�

• Elementos de la descentralización. 
�

�
Atendiendo a sus elementos la descentralización está determinada por dos 

grandes elementos: 
�

1) La materia y 
2) El territorio. 

�
Se distingue entre descentralización funcional, atendiendo a la materia y 

descentralización territorial, atendiendo al ámbito espacial. 
�

Por eso la doctrina habla en un caso de descentralización territorial y en 
otro caso habla de descentralización funcional, esta última la vamos a encontrar 
por descentralización por servicios o descentralización técnica, como lo señala la 
doctrina, y esto porque no se encontraba regulada en ninguna parte, esto hasta el 
año 1986 en que se dictó la Ley de bases generales de la administración del 
Estado, la cual en su Art. 29 inciso final, expresamente dice que la 
descentralización puede ser funcional o territorial y que por lo demás adopta el Art. 
3° de la Constitución, de hecho el texto constitucional no solo hace esta distinción 
para la descentralización, sino para efectos de la desconcentración.
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a) La descentralización territorial. 
�
�

• Elementos de la descentralización territorial. 
�

�
1) En esta parte de la materia nos vamos a encontrar con elementos comunes 

a todo órgano descentralizado y luego veremos sus elementos específicos. 
�

Elemento que caracteriza la descentralización territorial la existencia de 
órganos que tiene personalidad jurídica de derecho público. 

�
2) A estos órganos se le atribuyen un conjunto de potestades públicas, y 

estas potestades están vinculadas a fines universales que deben cumplir 
dentro de su respectiva unidad territorial, son poderes bastante fuertes, por 
que las entidades territoriales le interesa todo lo que ocurre en el ámbito 
territorial, nada es ajeno, por ejemplo la municipalidad se interesa por el 
tema de la salud – atención primaria – el tema de la educación, lo que tiene 
que ver con la construcción de calles, plazas, etc., a esta le interesa todos 
los problemas que afecten directa o indirectamente a esta unidad territorial 
que se conoce como la comuna. 

�
3) Tiene potestad reglamentaria, pueden dictar normas en este caso estamos 

hablando de las ordenanzas municipales, ordenanzas de general de 
urbanismo y construcción, la de aseo y ornato, la de ferias libres, la de 
ruidos molestos, también tienen potestad tributaria, pero más que la 
potestad tributaria tienen la potestad de exacción impositiva o imposición de 
cargas, ellas cobran impuesto y estos van a sus arcas, las patentes 
profesionales, las contribuciones, el pago por residuos domiciliarios. 

�
4) Tienen un patrimonio propio que está formado en buena parte con los 

recursos que ellos mismos recaudan o por lo recursos que se le entreguen 
a través del presupuesto nacional. 

�
5) Estas entidades territoriales son creadas por ley o por la Constitución, en 

todo caso hay que tener presente que entidades descentralizadas 
territorialmente son fundamentalmente dos: el gobierno regional y las 
municipalidades y ambas son creadas por la propia Constitución como 
personas jurídicas de derecho público. 

�
6) Están sometidos a la supervigilancia y al control de la administración 

central, hay varios mecanismos de control y supervigilancia con el gobierno 
central, por ejemplo en el gobierno regional quizás el más fuerte es que su 
órgano ejecutivo el intendente es nombrado o es funcionario de la exclusiva 
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confianza del Presidente de la República, el gobierno regional es una 
persona jurídica con patrimonio propio y por lo tanto es una entidad 
descentralizada territorialmente, su órgano ejecutivo lo nombre y lo regula el 
Presidente de la República y de hecho el intendente integra el consejo 
regional y es el presidente del consejo regional. 

�
Y luego respecto de las municipalidades existe una serie de 

mecanismos de control y especialmente en materia de control financiero a 
través del Ministerio de Hacienda y de la subsecretaria de desarrollo 
regional, hay una dirección de municipalidades que se encarga de mantener 
las relaciones con cada una de estas entidades. 

�
7) La designación de las autoridades reconoce una representativa o tiene una 

base de representatividad, esto ocurre especialmente con las 
municipalidades, donde el alcalde como los miembros del consejo municipal 
son elegidos en votación directa, y esto esta mas atenuado respecto del 
gobierno regional, porque aquí los consejeros regionales aquellos que 
integran el CORE son electos o son sujetos a una elección indirecta, son los 
electos por los concejales de cada una de las municipalidades de la región, 
una de las cosas que sea planteado sean directamente elegidos por la 
ciudadanía, pero esto es tema de reforma constitucional, por Art. 15 inciso 
2º y la Constitución no contempla la elección directa de los consejeros 
regionales. 

�
• Ventajas del sistema de descentralización territorial. 

�
�

Bajo este sistema los intereses regionales o locales aparecen más 
favorecidos, porque las decisiones que se adoptan se van a tomar en el mismo 
lugar donde se generan las necesidades. 

�
Se produce un descenso en el nivel de decisión, la decisión se tomaba a 

nivel central, ahora se adopta por una unidad de nivel local, ahora bien esto 
permite descongestionar la gestión de la administración y como se descongestiona 
se produce una mayor agilización de la gestión administrativa. 

�
La solución de los problemas queda entregada a ala autoridades que lo 

conceden directamente. 
�
�

b) La descentralización funcional. 
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Junto con la descentralización territorial nos encontramos con la 
descentralización funcional, esta tiene una serie de característica. 

�
1) Es que se le asigna o encomienda una función o cometido de carácter 

especial, de distinta naturaleza, puede ser social, económico, de fomento, 
de carácter empresarial lo importante es que se le asigna una función o 
cometido especial. 

�
2) Lugar estos órganos disponen de cierta autonomía, pero hay que tener 

cuidado con la expresión autonomía porque nos estamos refiriendo al 
concepto estricto de autonomía – auto regularse – lo que pasa que estos 
órganos no se pueden dar sus propias normas porque tiene que estar 
sometidos a la Constitución y las leyes, pueden darse normas 
reglamentarias, pero en lo fundamental ellos no se dan sus propias normas, 
sino que vienen impuestas de forma externa, pro el texto constitucional y 
por la ley, lo que se quiere decir aquí en cuanto a autonomía es que tiene 
cierta libertad en cuanto al poder de gestión, pero esta libertad va estar 
sujeta en definitiva a la forma como la ley configure los poderes del ente 
descentralizado, porque en algunos caso va tener poca y otros mucha 
autonomía, por ejemplo en el caso del Banco Central que tiene una amplia 
autonomía reconocida a nivel constitucional. 

�
3) También nos vamos a encontrar aquí con poderes de tutela o 

supervigilancia, no hay que olvidar que la relación de estos órganos con el 
poder central se va del Presidente de la República a través del ministerio 
correspondiente. 

�
4) Tiene personalidad jurídica. 

�
5) Tiene patrimonio propio. 

�
�
�

• Ventajas del sistema de descentralización funcional. 
�

�
1) Es que permite que la gestión del Estado sea mucho más dinámica al 

quebrar la línea jerárquica de poder decisión. 
�

2) La especialidad y la autonomía que tiene estos órganos  permiten  una 
mayor tecnificación de los mismos y eso permite que puedan reclutar 
personal mucho más idóneo y especializado. 

�
3) En el cumplimiento de sus fines estas entidades pueden recurrir no solo al 

derecho público sino que en muchos casos recurren también la derecho 
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privado y algunas se rigen en buena parte por el derecho privado, como 
ocurre por ejemplo con las empresas públicas, estas se rigen 
fundamentalmente por el derecho privado. 

�
�
�

c) Las desconcentración. 
�

�
Ya vimos la centralización y la descentralización tanto funcional como 

territorial, pero nos queda una categoría intermedia que es la desconcentración, 
esta es distinta, ¿Qué es la desconcentración?, porque para algunos la 
desconcentración no es un modelo distinto de la centralización porque la 
desconcentración es una modalidad de la centralización. 

�
La desconcentración es un fenómeno en virtud del cual se transfiere 

competencias desde los órganos superiores a los inferiores y se disminuye la 
subordinación que hay entre ellos, esto es lo fundamental se produce una 
transferencia de competencias, hay una competencia que está en un órgano 
central, esa competencia se transfiere a un órgano inferior, luego se  atenúa 
incluso se rompe el vinculo de jerarquía en esa competencia. 

�
�
�

• Diversos criterios para explicar la desconcentración 
�

�
Ha habido varios criterios para explicar este fenómeno, para algunos la 

desconcentración no es un fenómeno intermedio entre la centralización y la 
descentralización, una etapa intermedia entre la centralización y la 
descentralización. Por ejemplo la potestad de fiscalización del cumplimiento de las 
obligaciones tributarias, en principio ese poder debería estar en el Presidente de la 
República, lo que sucede que él se lo va asignar a un ministerios que es el 
Ministerio de Hacienda y este dice en realidad que esa labor es de tal 
envergadura, es tan compleja que se tiene que entregar a un servicio 
especializado, entonces la pregunta es que si este servicio tiene que ser 
descentralizado, es decir, que tenga personalidad jurídica y patrimonio propio, 
entonces dicen que no y lo crean bien cerca del Ministerio de Hacienda, entonces 
la ser centralizado, no tampoco, lo que sucede es que se va a crear un órgano que 
se va a llamar Servicio de Impuestos Internos y este órgano va ser 
desconcentrado, es decir, se crea el órgano, se transfiere esas competencias por 
parte de la ley, para que ejerza las fiscalizaciones en el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias y luego este órgano en esta materia va a tener 
competencia exclusivas y no va a ver poder de jerarquía respecto de el por parte 
de la administración central, lo que sucede que este órgano no va tener 
personalidad jurídica propia, va seguir actuando bajo la personalidad jurídica del 



Instituto  Profesional  Iplacex  

�

�
21 

�

Estado, fisco o de la entidad centralizada, pero va a tener cierto nivel de 
autonomía, esto es la gran diferencia de lo que ocurre con la centralización, esta 
regla la recoge la ley de bases generales de la administración del Estado, en su 
Art. 34. 

�
Ahora para otros el elemento fundamental de la desconcentración es que 

constituye una limitación o restricción del vínculo de jerarquía. 
�

En cambio para otros autores la desconcentración es simplemente una 
variante del sistema de centralización, porque dicen estos autores la 
desconcentración solo se puede dar en un sistema centralizado, pero esto ha sido 
objeto de críticas porque la desconcentración también se puede dar en un órgano 
descentralizado, un municipio pequeño y la ley de municipalidades es muy flexible 
y no obliga a la municipalidades a tener todas las unidades que tiene que tener, 
esta es una entidad descentralizada y si no tiene algunas de las unidades al que le 
corresponde decidir es al alcalde, pero resulta que a futuro crece la municipalidad 
en este caso el alcalde crea unidades, por ejemplo la dirección de obras 
municipales o la dirección de tránsito, en este caso el alcalde está creando un 
órgano desconcentrado, va desconcentrar la competencia y le va a transferir la 
competencia a este órgano y sucede que la entidad descentralizada se está 
produciendo un fenómeno de desconcentración, lo que se quiere decir es que 
algunos autores sostienen que la desconcentración es una modalidad de la 
centralización, y lo que se está probando con este ejemplo es que puede haber 
desconcentración en un órgano descentralizado y si uno no está conforme con la 
decisión de este órgano no se puede ir a reclamar al alcalde, porque de acuerdo al 
Art.34 se rompe el vinculo de jerarquía. 

�
Para otros es una cuestión de técnica organizativa, no es un tema jurídico. 

Para otros es simplemente un problema de distribución de competencia. 

�

�
�
�
�
�
�

Realice ejercicios nº 5 y 6 
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�
• Efectos de la desconcentración. 

�
El primer efecto que produce la desconcentración es que limita los poderes 

del jerarca, por lo tanto el superior jerárquico mantiene su poder jerárquico sobre 
su subordinado o el órgano subordinado, salvo en aquellas materias en donde ha 
operado la desconcentración. 

�
El órgano desconcentrado no tiene personalidad jurídica, ni patrimonio 

propio, se les puede asignar fondos especiales, pero esos fondos especiales 
siguen siendo parte del patrimonio del fisco. 

�
�
�

• Clasificación de la desconcentración. 
�

�
Se puede clasificar en, desconcentración funcional y desconcentración 

territorial. 
�

El mejor ejemplo de un órgano desconcentrado funcionalmente es SII, SNA 
y especialmente se nota la desconcentración, algunos piensan distintos creen que 
tiene personalidad jurídica y patrimonio propio, especialmente en las fuerzas 
armadas y de orden y de seguridad pública, son entidades desconcentradas, el 
ejército, la armada, la fuerza aérea, carabineros y la policía de investigaciones de 
Chile. 

�
Y del punto de vista territorial, los ministerios se desconcentran a nivel 

regional a través de secretarias regionales ministeriales y los servicio públicos a 
través de direcciones regionales, Art. 26 de la ley de bases general de la 
administración del Estado y Art.33 inciso 2º. 

�
�
�

• Requisitos para que opere la desconcentración. 
�

�
1) Que exista una norma legal de desconcentración, porque la competencia 

solo puede ser asignada o transferida por ley, sino no hay una norma legal 
de desconcentración no puede haber órgano desconcentrado. 

�
2) Se requiere un órgano desconcentrado al cual se le atribuye esas 

competencias. 
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3) Tiene que haber una relación jerárquica, entre el órgano superior y  el 
órgano desconcentrado y tiene que asignarse competencias exclusivas al 
órgano desconcentrado. 

�
�
�

 La competencia administrativa. 
�

�
La competencia es el conjunto de funciones y atribuciones que le permiten 

a un órgano realizar su actividad con el objeto de satisfacer el interés público. Y 
por aplicación del principio de la legalidad los órganos del estado deben actuar 
dentro de su competencia, Art. 6 y 7 de la CPE y Art. 2 de la ley de bases de la 
administración del estado. 

�
En consecuencia, dado que la fuente genérica de la competencia emana de 

la CPE y de la ley, es ella quien otorga la competencia y no la autoridad política o 
administrativa. Sólo la ley es la encargada de crear nuevos órganos del estado 
administrador y fijar su competencia a iniciativa exclusiva del presidente de la 
república. Según el Art. 65 N°2 de la CPE: “Corresponderá, asimismo, al 
Presidente de la República, la iniciativa exclusiva para: Crear nuevos servicios 
públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos, de las 
empresas del Estado o municipales; suprimirlos y determinar sus funciones o 
atribuciones” 

�
�
�

a)  Elementos de la competencia administrativa 
�
1) Primer elemento de la competencia Elemento materia: Según Manuel 
Daniel la materia es el contenido sustancial de la competencia administrativa y 
agrega que es el objeto sobre el cual recae ese contenido y que el órgano deberá 
realizar. 

�
La  materia responde a los cometidos y funciones que la ley le encarga a un 

órgano en particular, y atiende a la interrogante ¿para que se crea dicho órgano? 
El Art. 7 inciso 2° de la CPE se refiere al elemento materia de la competencia en 
los  siguientes  términos:  “Ninguna  magistratura,  ninguna  persona  ni  grupo  de 
personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, 
otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en 
virtud de la Constitución o las leyes” 

�
2) Segundo elemento de la competencia Elemento territorio: El territorio 
corresponde al espacio físico que se le reconoce al órgano para que actúe 
válidamente. Así la característica de la descentralización territorial radica en que la 
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�

actuación del órgano se encuentra limitada al territorio, ejemplo: regiones 
intendente, provincia gobernador, comuna municipalidad. 

�
Pero lo anterior no significa que estos no puedan intervenir en acciones, 

como compromisos o contratos, con órganos cuya competencia esté radicada en 
un territorio distinto, así en el caso de las municipalidades se requiere autorización 
expresa de la ley. 

�
3) Tercer elemento de la competencia “Las atribuciones”: Las atribuciones 
también se denominan potestades o facultades. Las atribuciones son los 
instrumentos jurídicos a través de los cuales los órganos responder a sus 
funciones, el Art. 7 inciso 1° termina señalando “Los órganos del Estado actúan 
válidamente... dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley”. 
Así por ejemplo si se faculta a un órgano a celebrar un contrato constituye una 
atribución, no siendo la función del órgano el celebrar contratos. 

�

• Función y atribución son cosas distintas 
�

Pues la atribución es un medio, un instrumento. El ejercicio de la atribución 
se encuentra encaminado a cumplir la función del órgano, lo que constituye el 
elemento materia. 

�
Además de la competencia se requiere que el ejercicio de la atribución se 

verifique con las formas que prescribe que la ley, así lo señala el Art. 7 inciso 1° de 
la CPE: “Los órganos del Estado actúan válidamente...y en la forma que prescriba 
la ley” 

�
La atribución atiende a la interrogante al ¿cómo?, así la facultad 

expropiatoria es un una atribución y no una función. 
�

4) Cuarto elemento de la competencia “El grado”: Representa al momento, 
que de acuerdo a la ley, le corresponde actuar a un órgano. Respondiendo en 
parte al principio de la jerarquía. 

�
a) Así puede suceder que existan varios órganos que tengan competencia para 

conocer de una misma materia, pero cada uno debe actuar en el momento 
que la ley le autoriza, ni antes ni después. Ejemplo en materia de plano 
regulador varios órganos tienen competencia, pero intervienen en 
oportunidades distintas: Municipio, ministerio de vivienda y urbanismo y 
gobierno regional. 
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�

b) Dentro de un órgano también se reconocen grados en la competencia. Lo 
que implica que existen resoluciones que se pueden adoptar en única 
instancia o eventualmente en doble instancia. 

�
Discrecionalidad no es lo mismo que arbitrariedad: Un acto siendo legal 

puede ser arbitrario. Arbitrario es caprichoso, injusto, sin fundamento racional, etc. 
�
�
�

b) Carácter improrrogable de la competencia. 
�

Se acostumbra a destacar el carácter improrrogable de la competencia 
administrativa, el cual deriva del principio de la legalidad, pues es la ley la que 
determina la competencia. 

�
Existen dos figuras en el ámbito del derecho administrativo que de alguna 

manera se relacionan con el ejercicio de la competencia: 
�

1) La avocación: Es la figura por medio de la cual un órgano superior asume la 
competencia resolutiva de un determinado problema que  normalmente 
debe resolver un órgano inferior. Esta resolución que adopta el órgano 
superior se expresa en un acto administrativo dictado previa autorización 
legal respecto del superior y sin que sea necesario la interposición de un 
recurso jerárquico. 

�

�

La avocación no requiere de impugnación y procede generalmente 
cuando la competencia es genérica y la ley no la ha radicado en el grado de un 
determinado órgano, de forma que si la competencia es privativa dentro de un 
órgano no procede la avocación. 

�
�

Para que proceda la avocación es menester que se cumplan los siguientes 
requisitos: 

�

a) Que se presente dentro de un mismo órgano. 
b) Sólo procede en materia de competencias genéricas. 

�
2) La delegación: Es el acto en virtud del cual un órgano superior le encarga a 

un órgano inferior que ejerza determinadas atribuciones en las condiciones 
que la propia autoridad establezca. 
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�

Lo que se delega el ejercicio de una atribución y no una función, pues ésta 
es una sola para el órgano. Así el Art. 41 de la ley de bases señala que: “El 
ejercicio de las atribuciones y facultades propias podrá ser delegado”. 

�
• Requisitos para que proceda la delegación. 

�

�
Se contemplan en el Art. 41 de la ley de bases: 

�
1) La delegación deberá ser parcial. 

�
2) La delegación deberá recaer en materias específicas. Debe señalarse 

expresamente el ejercicio de que atribuciones se delegan, de esta forma se 
cumple con el requisito de la investidura previa del Art. 7 de la CPE. 

�
�
�

3) Los delegados deberán ser funcionarios de la dependencia de los 
delegantes. 

�
4) El acto de delegación deberá ser publicado o notificado según corresponda. 
• ¿En qué casos procede la publicación o notificación? La contraloría y los 

tribunales de justicia han entendido que la publicación de los actos 
administrativos corresponde cuando han producido efectos generales y se 
deben notificar los actos administrativos cuando el acto administrativo 
produce efectos particulares. 

�
• ¿Un acto objeto de delegación deber notificado o publicado? Dependerá si 

el acto de que se trata produce efectos generales o particulares. La regla 
general en el ámbito del de la administración del estado es que los actos 
administrativos no sean ni publicados ni notificados, sin embargo su fuerza 
imperativa de estos actos alcanza a los administrados aún sin conocerlos, 
además se tiene que tomar en consideración el Art. 64 de la ley de bases 
que señala los principios que vulneran el principio de la probidad 
administrativa. 

�
5) La delegación es esencialmente revocable. La autoridad delegante puede 

recuperar en cualquier momento el ejercicio de la facultad que ha delegado, 
pero no podrá ejercer la facultad delegada sin que previamente revoque la 
delegación, lo que se materializará de la misma manera como se delegó. 

�
La autoridad delegante no podrá revisar la decisión del delegado mediante 
el ejercicio de un recurso jerárquico, sin que previamente revoque la 
delegación. 
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�

Revocar implica retirar por razones de merito u oportunidad el ejercicio de la 
facultad delegada. En cambio el retiro por razones de ilegalidad se 
denomina invalidación, cuando el acto es retirado por otro acto 
administrativo o anulación, cuando el acto es retirado por una orden judicial. 

�
6) La responsabilidad por las decisiones administrativas que se adopten o por 

las actuaciones que se ejecuten recaerá en el delegado, sin perjuicio de la 
responsabilidad del delegante por negligencia en el cumplimiento de sus 
obligaciones de dirección o fiscalización. Se refiere a la responsabilidad 
administrativa, sin perjuicio que se pueda responder civil o penalmente. 

�
�
�

c) La delegación de firma. 
�

�
Agrega el Art. 41 de la ley de bases que: “Podrá, igualmente, delegarse la 

facultad de firmar, por orden de la autoridad delegante, en determinados actos 
sobre materias específicas” 

�
a) En este caso no se delega en ejercicio de una atribución, lo que significa 

que la decisión siempre la toma la autoridad que delega la facultad de firmar. 
�

b) Se suele utilizar las expresiones “Por orden de...”. En las consideraciones 
jurídicas del acto administrativo de que se trate debe expresarse el acto 
administrativo de delegación de la facultad de firmar, el que es uno solo y de 
aplicación general. 

�
c) La delegación de firma debe reunir los mismos requisitos de delegación que 

señala el Art. 41 de la ley de bases. 
�

d) Existe diferencias en materia de responsabilidad, pues según el Art. 41 
inciso final de la ley de bases esta delegación no modifica la responsabilidad 
de la autoridad correspondiente, sin perjuicio de la que pudiera afectar al 
delegado por negligencia en el ejercicio de la facultad delegada. 

�
�
�
�
�

Realice ejercicios nº 7 al 10 
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�
d) Los conflictos de competencia. 

�

�
Es posible que no obstante las precauciones adoptadas por el legislador en 

cuanto a la radicación de la competencia puede haber casos en que no exista 
claridad en cuanto a dicha radicación o bien que respecto de ciertas materias, no 
obstante su carácter público, no exista ningún órgano que se crea con 
competencia para actuar en la materia. Ello es lo que da origen a los conflictos de 
competencia, tanto los positivos como los negativos respectivamente. 

�
Sin embargo, no siempre que intervengan dos o más órganos respecto de 

una materia existirán conflictos de competencias, pues existen materias respecto 
de las cuales la ley hace intervenir cooperativamente a dos o más órganos. 

�
• Los conflictos positivos de competencia. 

�

�
Se presentan entre dos o más órganos integrantes de la administración del 

estado. Según el Art. 36 de la ley de bases se debe realizar la siguiente distinción. 
�

1) Cuando los conflictos de competencia se presentan entre dos o más 
órganos que reconocen un mismo superior jerárquico, será aquel quien 
resuelva el conflicto. Ejemplo entre el SII y tesorería resolverá hacienda. 

�
2) Cuando los conflictos de competencia se presentan entre dos o más 

órganos que no reconocen un mismo superior jerárquico, decidirán en 
conjunto los Ministros correspondientes, y si hubiere desacuerdo, 
resolverá el Presidente de la República. 

�
�
�

• Los conflictos negativos de competencia. 
�

�
La ley de bases no regula esta situación, y según el profesor San Martín 

resulta aconsejable recurrir a contraloría. 
�
�

Tanto en la solución de los conflictos positivos como negativos de 
competencia los superiores jerárquicos llamados a conocerlos ni la contraloría 
podrán atribuirse nuevas competencias. 
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�

Generalmente en el caso de conflictos negativos si no hay ningún órgano 
competente según la ley, la materia no será de carácter público sino que privado. 

�
Pero  si  un  órgano  no  actúa,  debiendo  hacerlo,  podrá  incurrirse  en 

responsabilidad por falta de servicio. 
�
�
�
• Conflictos  entre  autoridades  políticas  o  administrativas  y  otros 

órganos del estado. 
�

�
La solución la otorga la CPE, debiendo realizar la siguiente distinción: 

�
1) Si el conflicto se presenta entre autoridades administrativas y judiciales, y 

estas están representadas por los tribunales superiores de justicia, 
resolverá el senado según el Art. 53 N°3 de la CPE. Ejemplo el conflicto 
que enfrenta a la contraloría y a la Corte Suprema frente a los recursos de 
protección por la toma razón del contralor general. El senado se pronunció 
a favor de la contraloría señalando que era una atribución privativa de ésta 
que la constitución le encomienda, sin perjuicio de la facultad del particular 
para recurrir en contra dl órgano cuyo acto origina la intervención de la 
contraloría. 

�
�
�

e) Los vicios de competencia 
�

�
Pueden existir vicios de competencia de carácter constitucional y de carácter 

legal. 
�

1) Los vicios de competencia de carácter constitucional se produce entre 
órganos que exceden su competencia de carácter constitucional, es decir, 
se produce entre órganos que exceden la competencia que surge de la 
propia CPE. 

�
2) Los vicios de competencia de carácter legal se produce entre órganos que 

exceden su competencia de carácter legal, es decir, se produce entre 
órganos que exceden la competencia que surge de la ley, son más 
frecuentes. 

�
�

Todos estos conflictos necesitan una solución oportuna, urgente y 
ajustada a derecho, tomando en consideración que las autoridades políticas o 
administrativas no pueden crear nuevas competencias. 



Instituto  Profesional  Iplacex  

�

� 30 

�

• Distinción entre desconcentración y delegación. 
�

�
No son lo mismo, porque la delegación es un acto por el cual la autoridad 

administrativa superior cede o transfiere el ejercicio de una potestad pública o 
competencia a un órgano o funcionario inferior, esta primera modalidad se conoce 
como la delegación de competencia que es la que más se parece a la figura de la 
desconcentración. 

�
En cambio en la desconcentración no ocurre lo anterior, en la 

desconcentración se transfiere la facultad y solo la ley puede transferir la potestad, 
en cambio en la delegación no se transfiere la potestad se transfiere el ejercicio de 
la potestad, es decir, que la potestad sigue siendo de titularidad del órgano 
delegante, cosa que no ocurre en la desconcentración. 

�
Por lo tanto el órgano delegante puede asumir la potestad delegada, esta 

es la gran diferencia, y esta es una práctica bastante habitual a efecto de 
descongestionar la actividad que le corresponde a un órgano de jerarquía 
superior, muchas veces se actúa bajo la forma de la delegación de competencia, 
se dice un acto delegatorio. 

�
La delegación está expresamente regulada en nuestro ordenamiento 

jurídico, y dice que hay dos formas de delegación, la delegación clásica que es la 
delegación de competencia y la otra la delegación que es la que se conoce como 
la delegación de firma que es otra modalidad, aquí se faculta para que un 
delegado firme por la autoridad superior y siempre aparece la expresión “por orden 
de”, ver el Art. 36 de la Constitución y esto lo reafirma el Art. 3 de la ley Nº 19.880 
cuando habla de los decretos supremos, aquí no se redelega la competencia, sino 
que se delega la firma, el tema de la delegación de competencia y la delegación 
de firma está regulado expresamente en el Art. 41 de la ley de bases generales de 
la administración del Estado. 

�
�
�

• Esquema de los sistemas de organización administrativa 
�
�
�
� �

DELEGACIÓN 
�
DESCONCENTRA- 
CIÓN 

�
DESCENTRALIZACIÓN  
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�
�
Noción  

Transferencia del 
ejercicio de 
potestades 
específicas 

Radicación  de  una 
o varias potestades 
en un órgano de un 
servicio o ente 

Creación       de       una 
persona jurídica 
encargada de la gestión 
administrativa de un 
sector dado de la 
Administración del 
Estado 

�
Origen  

Acto 
administrativo, 
dictado  por  quien 
tiene atribuida la 
potestad como 
propia 

Ley,     que     atribuye 
potestades a un 
órgano inferior de un 
determinado ente o 
servicio (art. 62 inc. 4º 
Nº 2 CP) 

Ley que crea una 
persona  jurídica  estatal 
administrativa 
(Municipalidad, empresa 
estatal, institución; art. 
62 inc. 4º Nº 2 CP) 

�
�
�
Tiempo 
o 
duración  

Definida o 
indefinida,  según 
lo  precise  el  acto 
administrativo  que 
establece    la 
delegación 
(normalmente  la 
delegación    es 
indefinida),   pero 
siempre  revocable 
a voluntad  del 
delegante y sin 
expresión    de 
causa 

Normalmente 
indefinida, mientras 
esté vigente la 
disposición       legal 
que la haya 
establecido 

Normalmente              de 
duración indefinida son 
las personas jurídicas 
públicas estatales 
administrativas 

A quién  
se atribuye  

A  un  subordinado 
o dependiente del 
delegante 

A un órgano inferior 
dentro de la escala 
jerárquica de un 
ente o servicio 

Se   crea   una   persona 
jurídica (sea que no 
exista o que se dote de 
esta personalidad a un 
órgano                    fiscal 
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�
� � � preexistente) 

�
Qué 
se 
atribuye  

Se transfiere el 
ejercicio de una o 
varias potestades 
del delegante, 
específicamente 
determinadas 
(jamás el conjunto 
de las potestades) 

Se atribuye 
potestades 
específicas,   en 
tanto  privativas o 
exclusivas   del 
órgano  inferior  de 
que  se  trata  (sea 
que se  crean  ex- 
profeso, sea  que 
pre-existan,  pero 
que  se  sacan  del 
“centro”   para 
radicarlas en  un 
nivel   jerárquico 
inferior) 

Al   crear   una   persona 
nueva, se le entregan 
funciones y por ende un 
conjunto de potestades 
para satisfacer las 
necesidades de un 
sector completo de la 
Administración del 
Estado 

�
�
�
Ámbito 
de 
procedencia  

Procede respecto 
de  toda  potestad 
que se tiene 
atribuida como 
propia  (salvo 
prohibición 
expresa), tanto en 
la centralización, 
como en  la 
desconcentración, 
como en  la 
descentralización 

La ley puede 
desconcentrar 
potestades, tanto en 
los organismos 
centralizados, como 
descentralizados (v. 
gr.  atribuciones  del 
Director  de Obras 
Municipales) 

Siempre        cabe        al 
legislador crear entes 
personificados (con la 
limitación del campo 
económico: art. 19 Nº 21 
inc. 2º y 1º inc. 3º de la 
CP) 

�
�
�
Extinción  

Siempre  por  acto 
administrativo del 
delegante, 
debidamente 
notificado  al 
delegado; no 
pudiendo avocarse 
el conocimiento de 
los asuntos el 
delegante,   si   no 

Siempre   por   acto 
del legislador, 
suprimiendo          la 
disposición  legal 
que la preveía, o 
radicando la 
potestad en el 
órgano superior del 
ente o servicio 

Siempre   por   ley   que 
ordene la extinción de la 
persona jurídica (servicio 
público), art. 2 inc. 4º Nº 
2 CP 
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�
� una  vez  que  ello 

haya sucedido 
� �

�
�
�
Quién 
controla  

�

el ejercicio 
de las  
potestades  

El delegante, a 
través  de  recurso 
jerárquico,  o  de 
oficio;  la  CGR  en 
su caso,  y los 
Tribunales    de 
Justicia (por las 
acciones  que  se 
deduzcan), para la 
“delegación   de 
firma”. Para  la 
“delegación 
propiamente  tal”: 
CGR y TOJ 

Los tribunales de 
Justicia por las 
acciones que se 
interpongan en 
contra  del  acto  del 
órgano 
desconcentrado que 
agravie  (es 
imposible el recurso 
jerárquico) 

El    Presidente    de    la 
República, en la medida 
en que el legislador 
haya, para cada caso, 
concebido el vínculo de 
supervigilancia, y todo 
ello, a través del Ministro 
respectivo; y también los 
Tribunales de Justicia 
(sin perjuicio de la CGR, 
en su  caso, cuando 
corresponda) 

�
Quién es 
el 
responsable 
del ejercicio  
de              la 
potestad  

El            delegado 
responde por los 
actos que dicte 
(salvo       en       la 
“delegación de 
firma”, en que 
responde el 
delegante) 

El órgano con 
potestad 
desconcentrada,  ya 
que ejerce un poder 
propio y exclusivo 

El     ente     o     servicio 
personificado responde 
por los actos de sus 
órganos (sin perjuicio de 
la responsabilidad del 
funcionario que haya 
provocado el daño 
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�

 



�
�
�

1. PODERES DEL ESTADO 
�

�
Siguiendo la vieja clasificación de Ginés Calderón y de Posada en España, 

es factible dividir la Constitución en una parte orgánica y en otra dogmática. La 
parte dogmática está formada por principios, derechos, deberes y garantías, en 
tanto que la parte orgánica es el derecho de las instituciones jurídico políticas, es 
decir, el estudio sobre los poderes públicos, en especial gobierno y parlamento. 

�
La parte orgánica del derecho constitucional exige utilizar conceptos, 

clasificaciones y esquemas propios de la teoría del Estado y de la teoría del 
gobierno. En particular, tres doctrinas son esenciales en el estudio de las partes 
dogmática y orgánica: 

�
a) Doctrina de las funciones del poder estatal o poderes del Estado: en la 
conformación del Estado de Derecho y del régimen político pesa el viejo principio 
dogma de la separación de poderes. 

�
b) Doctrina de los órganos del Estado: que permite describir la actividad de poder 
del Estado como una actividad atribuible a éste en cuanto persona jurídico o ente 
personificado a través de sus órganos. 

�
c) Teoría de las formas de gobierno o regímenes políticos: permite caracterizar 
nuestro régimen político como presidencialista. Esto significa que en nuestro país 
el régimen político está marcado por un predominio del poder ejecutivo, ligado 
también al funcionamiento mismo de los poderes públicos. Es presidencialista 
porque el predominio del ejecutivo se manifiesta en que: el presidente es jefe de 
Estado, de gobierno y de administración; es colegislador; penalmente 
irresponsable; designa a jueces y ministros; única magistratura que actúa por el 
Estado en su relación con organismos internacionales; vela por una pronta y 
cumplida administración de justicia. 

�
En nuestro medio, los profesores Silva Bascuñán y Cea coinciden en 

señalar la importancia del régimen presidencialista en la configuración orgánica 
del Estado. 

�
�
�

3.1. Poder Ejecutivo 
�
1) Presidente de la República y administración: 
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�
�

a) Concepto de gobierno y administración: 
�

�
Ambos conceptos se caracterizan por abordarse desde una doble perspectiva, 

funcional y orgánica. Desde un prisma funcional, gobierno y administración son 
manifestaciones específicas del poder político estatal, tradicionalmente 
denominado poder ejecutivo. Bajo una óptica orgánica, en tanto, gobierno y 
administración son un conjunto de órganos supremos y no supremos del Estado 
que titularizan las funciones política o gubernativa y administrativa del poder 
político. 

�
b) Gobierno 

�
La Constitución encabeza el capítulo IV, y con ello su parte orgánica, con 

gobierno, a diferencia de las cartas históricas, que abordaban primero al poder 
legislativo. Éste no es un puro cambio de orden en el tratamiento de los poderes 
públicos, puesto que designa la centralidad y funcionalidad que el constituyente de 
1980 le otorgó al gobierno en el régimen político presidencialista. 

�

�
�

2) Presidente de la República 
�

El Presidente es jefe de Estado y de gobierno, por lo que se trata de un 
ejecutivo monocrático o unipersonal. Le corresponde el gobierno y la 
administración del Estado, por cuanto es un órgano supremo y jerarca de toda la 
administración pública. Su autoridad se extiende "a todo cuanto tiene por objeto la 
conservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la 
República, de acuerdo con la Constitución y las leyes", en palabras del inciso 
segundo del artículo 24 de la carta fundamental vigente. 

�
Lo anterior significa que el Presidente es un órgano supremo gubernativo y 

administrativo. En el plano gubernativo le corresponde la dirección superior de las 
políticas públicas del Estado, así como su formulación y aprobación. En el plano 
administrativo, en tanto, es el líder máximo de la administración pública y está 
revestido de poderes jerárquicos y de tutela sobre los órganos administrativos, sea 
en la administración civil o militar policial y en la administración central periférica. 

�
Por último, el Presidente en cuanto jefe de Estado es una magistratura de 

unidad nacional al representar al Estado nación y ser el conductor supremo de las 
relaciones internacionales. 

�
• Elección del Presidente 
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El artículo 26 de la Constitución señala que el Presidente de la República 
será elegido en votación directa y por mayoría absoluta de los sufragios 
válidamente emitidos. La elección se efectuará conjuntamente con la de 
parlamentarios, en  la forma que determine la ley orgánica constitucional 
respectiva, noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté 
en funciones. 

�
El Presidente es elegido en base de circunscripción nacional, lista 

uninominal, mecanismo de voto único y fórmula electoral mayoritaria absoluta. 
Esto significa que la elección presidencial es directa de la ciudadanía y que cada 
ciudadano vota por un candidato de partido, pacto de partidos o independiente, 
resultando electo quien obtenga la mayoría absoluta de los votos válidamente 
emitidos. 

�
La elección presidencial debe verificarse 90 días antes que concluya el 

período presidencial vigente. Si en la primera votación no se produce mayoría 
absoluta, procede una segunda votación, conocida como segunda vuelta, 
circunscrita a los candidatos que hayan obtenido las dos primeras mayorías, 
resultando elegido quien tuviere el mayor número de votos a su favor. La segunda 
votación se verifica el trigésimo día después de verificada la primera si fuere 
domingo y, si correspondiese a cualquier otro día, el domingo siguiente al 
trigésimo día. 

�
En la elección presidencial, primera o segunda votación, los votos blancos o 

nulos se consideran no emitidos. 
�
• Requisitos  de  elegibilidad  e  investidura  del  cargo  de  Presidente  de  la 

República 
�

El artículo 25 establece los requisitos de elegibilidad y dispone que “Para 
ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de 
acuerdo a lo dispuesto en los números 1º ó 2º del artículo 10; tener cumplidos 
treinta y cinco años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser 
ciudadano con derecho a sufragio. El Presidente de la República durará en el 
ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y no podrá ser reelegido 
para el período siguiente. El Presidente de la República no podrá salir del territorio 
nacional por más de treinta días ni en los últimos noventa días de su período, sin 
acuerdo del Senado. En todo caso, el Presidente de la República comunicará con 
la debida anticipación al Senado su decisión de ausentarse del territorio y los 
motivos que la justifican” 

�
Los requisitos, por tanto, son tres: 
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a) Tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º ó 2º 
del artículo 10. 
b) Tener cumplidos 35 años de edad. 
c) Poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a 
sufragio. 

�
El Presidente durará 4 años en el cargo y no podrá ser reelegido por el período 

siguiente. 
�
�
�
• Atribuciones del Presidente 

�
Para el estudio de las atribuciones del Presidente de la República las 

clasificaremos del siguiente modo: 
�
1) Constituyentes. 
2) Legislativas. 
3) Gubernativas. 
4) Administrativas. 
5) Judiciales. 

�
Al respecto cabe señalar dos acápites: 

�
a) La naturaleza constituyente, legislativa, política y judicial de las atribuciones del 
Presidente designa la centralidad y funcionalidad de la institución presidencial en 
el régimen político. 

�
b) El Presidente es jefe de Estado y de gobierno. En cuanto jefe de gobierno 
también es el jerarca máximo de la administración del Estado, por lo que sus 
funciones y atribuciones están recogidas en el artículo 32 con carácter de poderes 
explícitos y en el inciso segundo del artículo 24 con carácter de poderes implícitos. 
Estos últimos deben ser determinados por la Constitución y las leyes. 

�
�
�
• Atribuciones del presidente de la república 

�
El Art. 32 de la Constitución compendia el catálogo de atribuciones 

especiales del Presidente de la República o poderes explícitos, sin perjuicio de los 
poderes implícitos cuya fuente es el Art. 24 inciso 2°. 

�
La doctrina nacional ha utilizado distintas tipologías para clasificar las 

atribuciones para clasificar las atribuciones del Presidente de la República. 
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1) Clasificación tradicional 

a) Atribuciones legislativas 
b) Atribuciones políticas 
c) Atribuciones administrativas 
d) Atribuciones judiciales 
e) Atribuciones militares 
f) Atribuciones económicas 
g) Atribuciones internacionales 

�
3) En el marco de los roles del presidente de la república: 

a) Atribuciones de jefe de Estado 
b) Atribuciones de jefe de Gobierno 
c) Atribuciones de jefe de la Administración del Estado 

�
4) En la perspectiva funcional: 

�
a) Atribuciones Constituyentes 
b) Atribuciones Legislativas 
c) Atribuciones Gubernamentales 
d) Atribuciones Administrativas 
e) Atribuciones Judiciales 

�
a) Atribuciones Constituyentes 

�
Conforme a estos preceptos el Presidente de la República es un órgano del poder 
constituyente derivado. En tal calidad el Presidente de la República tiene misiones, 
derecho de iniciativa en reforma constitucional, la sanción, el veto y la 
promulgación de las reformas constitucionales y la calificación de urgencia de 
tales proyectos. Incluso más, tratándose del veto, parcial o total, cuando fuere 
invertido por las Cámaras, el Presidente de la República puede convocar a 
plebiscito de reformas constitucionales. 

�
�
�
b) Atribuciones Legislativas 

�
El Presidente de la República es un órgano colegislador con atribuciones 

legislativas directas e indirectas. Las atribuciones legislativas directas son aquellas 
relacionadas con el proceso de formación de las leyes o inter legis; las 
atribuciones legislativas indirectas están relacionadas con la integración y 
funcionamiento del Congreso. 
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En el campo de las atribuciones legislativas directas el Presidente de la 
República concurre al procedimiento de la formación de la ley, sanciona y 
promulga las leyes. En el procedimiento legislativo el Presidente de la República 
tiene: 

�  Derecho de Iniciativa 
�  Derecho de Iniciativa Exclusiva 
�  Prerrogativa de calificación de urgencia 
�  Intervención de Ministros de Estado en el debate legislativo 
�  Sanción de los proyectos de ley o aprobación de los proyectos de ley 
�  Veto parcial o suspensivo, aditivo, supresivo o declarativo. 
�  Promulgación y publicación de los proyectos de ley sancionados. 

�
También es atribución legislativa directa dictar decretos con fuerza de ley. 

Los DFL son decretos delegados en virtud de una Ley delegatoria de facultades 
legislativas y que se encuentra racionalizada en la Constitución. 

�
Por último, en el campo de las atribuciones legislativas indirectas le 

compete al Presidente de la República: 
�

�  La convocatoria y clausura de la legislatura ordinaria. 
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�

Realice ejercicios nº 11 al 13 
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c) Atribuciones Gubernamentales 
�

Estas atribuciones gubernamentales son de dirección política suprema del 
Estado a saber las siguientes: 

�
�  Declarar los Estados de Excepción Constitucional 
�  Conducir las relaciones políticas internacionales 
�  Negociar, concluir, firmar, ratificar tratados internacionales 
�  Atribuciones militares (Art. 32 N° 19, 20, 21) conforme a las cuales el 
Presidente de la República tiene el mando político y estratégico de las FFAA y 
el mando estratégico-militar en caso de guerra. 
�  Es una atribución gubernamental la del Art. 32 N° 22 que tiene relación con 
la gestión financiera del Estado y disponer del 2% constitucional mediante un 
decreto de emergencia económica. 

�
d) Atribuciones Administrativas 

�
Conforme a estas atribuciones el Presidente de la República tiene la potestad 

reglamentaria de ejecución para el cumplimiento de las leyes y la potestad 
reglamentaria autónoma para la normación general en las materias que quedan 
fuera del dominio legal. Estas potestades reglamentarias del Art. 32 N° 8 tienen 
una estructura diferenciada aunque ambas conciernen a la ejecución de políticas 
públicas. El peso de la potestad reglamentaria autónoma del Art. 32 N° 8 es mas 
teórico que real ya que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha extendido 
el campo del dominio legal. También son atribuciones administrativas los poderes 
del Presidente de los empleos civiles son de confianza política o corresponden a la 
categoría genérica de cargos de exclusiva confianza: 

�
�  Ministros de Estado 
�  Subsecretarios 
�  Intendentes 
�  Gobernadores 
�  Diplomáticos 
�  Representantes ante organismos internacionales 
�  Contralor general de la República 
�  En general, todo cargo de la administración civil del Estado 
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Es una atribución administrativa del Presidente de la República nombrar los 
altos empleos militares y policiales, es decir, Comandantes en Jefe, General 
Director y oficiales. 

�
e) Atribuciones Judiciales 

�
El Presidente de la República interviene en la generación de la judicatura y 

en el funcionamiento del Poder Judicial. Le corresponde nombrar a magistrados y 
fiscales judiciales de la Corte y a jueces letrados. 

�
También nombra a un miembro del Tribunal Constitucional y a magistrados 

y Fiscales Judiciales de la Corte Suprema, al Fiscal Nacional con acuerdo del 
Senado; también vela por la conducta ministerial de los jueces y empleados del 
poder judicial; también otorga indultos particulares que están reglados en la Ley 

 Tales indultos pueden ser: 
�

�  Indultos de supresión o extinción de pena. 
�  Indultos de reducción de penas 
�  Indultos de conmutación de penas. 

�
2) Ministros de Estado 

�
Son colaboradores directos e inmediatos del Presidente en el gobierno y la 

administración del Estado. La ley fija el número de ministros, el orden procedencia 
y su organización, rigiendo aún la ley orgánica de ministerios de 1925. Cada 
cartera tiene su propia ley orgánica y la ley de bases nº 18575, reformada por la 
ley nº 19653, define conceptos primarios al respecto y entrega preceptos para la 
subrogación de los secretarios. 

�
Los ministros de Estado, para su nombramiento, deben cumplir con los 

requisitos del artículo 34, que detalla que "para ser nombrado ministro se requiere 
ser chileno, tener cumplidos veintiún años de edad y reunir los requisitos 
generales para el ingreso a la Administración Pública. 

�
"En los casos de ausencia, impedimento o renuncia de un ministro, o 

cuando por otra causa se produzca la vacancia del cargo, será reemplazado en la 
forma que establezca la ley." 

�
Los ministros de Estado son secretarios de despacho, magistraturas 

dependientes del Presidente y de su estricta confianza política. 
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Poder Legislativo 
�
a) Congreso Nacional 

�
Es un órgano supremo del Estado, de estructura compleja y bicameral, 

equilibrado en cuanto a sus potestades y esencialmente de representación política 
del cuerpo electoral. Sin embargo, la cámara alta o senado parcialmente tiene una 
integración autocrática o tradicional que está en pugna con el principio 
democrático. 

�
Diputados y senadores se eligen por la ciudadanía en elecciones directas 

por distritos y circunscripciones de tipo binominal, mediante voto único y según 
una fórmula de escrutinio o electoral empírica, que opera como regla de decisión y 
representación mayoritaria o minoritaria y se conoce como regla del duplo. En 
virtud de tal regla, el partido o pacto de partidos que obtiene el doble de votos 
válidamente emitidos que la lista que la sigue en orden de preferencia gana los 
dos escaños en disputa; de lo contrario, éstos se asignan a los partidos o pactos 
de partidos que cuenten con las dos primeras mayorías en la elección y en el 
distrito o circunscripción de que se trate. 

�
b) Cámara de diputados y senado: 

�
La cámara de diputados está integrada por 120 miembros elegidos en 

elección directa por los distritos electorales que establezca la ley orgánica 
constitucional respectiva. 

�
La Cámara de Diputados se renovará en su totalidad cada cuatro años. 

�
El Senado por su parte se compone de miembros elegidos en votación 

directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del 
país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de 
Senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección. 

�
Los Senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán 

alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los 
representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las 
regiones de número par y de la Región Metropolitana 

�
1) Funciones y atribuciones: 

�
El Congreso Nacional es titular de las siguientes funciones: 

�
1) Función constituyente: Órgano del poder constituyente derivado. 



Instituto  Profesional  Iplacex  
�

43 

�

2) Función legislativa: Potestad de dictar, modificar o derogar la legislación. 
3) Función de control político: por parte de la cámara de diputados a los actos de 
gobierno y administración. 
4) Función de  justicia  política  o  cuasijudicial:  cámara  del  senado en el  juicio 
político y desafuero civil de ministros. 
5) Función consultiva, radicada exclusivamente en el senado. 

�
Junto a estas funciones o potestades del Congreso, los artículos 52 y 53 de 

la Constitución le asignan a la cámara de diputados y al senado, respectivamente, 
atribuciones especiales. 

�
• Principio de autonormación reglamentaria: 

�
Cada cámara goza de autonomía y el Congreso posee independencia como 

poder del Estado. Fruto de tal autonomía, ambas cámaras tienen las siguientes 
potestades: 

�
a) Potestad de autonormación reglamentaria: en virtud de ella cada cámara dicta 
sus reglamentos internos de organización y funcionamiento. 

�
b) Potestad de gobierno interior, policía y disciplina: es una facultad de naturaleza 
administrativa y guarda relación con la gestión de recursos materiales y humanos, 
con el buen orden interno de cada cámara y con la disciplina de funcionarios 
parlamentarios y personas que se encuentren en los recintos de las cámaras. 

�
2) Funcionamiento del Congreso Nacional: 

�
En la organización y funcionamiento del Congreso Cada cámara es un 

órgano de funcionamiento permanente, distinguiéndose una legislatura ordinaria y 
otra extraordinaria. La ordinaria se verifica entre el 21 de mayo y el 18 de 
septiembre de cada año y corresponde al período de sesiones ordinario, 
caracterizándose porque pueden tratarse todos los temas de la agenda de la 
cámara. 

�
La legislatura extraordinaria, en tanto, es el período de sesiones 

extraordinario que media entre el término de una legislatura ordinaria y el 
comienzo de una nueva, requiriendo convocatoria por parte del Presidente dentro 
de los últimos 10 días de la ordinaria o durante el receso parlamentario. 

�
El Congreso también puede autoconvocarse a la legislatura extraordinaria a 

través del presidente del senado o a solicitud escrita de la mayoría de los 
diputados y senadores en ejercicio. Tal autoconvocatoria se puede verificar 
durante el receso parlamentaria y siempre que el Presidente no haya llamado a 
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legislar.  Además,  el  Congreso  puede  autoconvocarse  de  pleno  derecho  para 
conocer de la declaración de estado de sitio. 

�
La Constitución dispone en su artículo 46 que "el Congreso Nacional se 

compone de dos ramas: la Cámara de Diputados y el Senado. Ambas concurren a 
la formación de las leyes en conformidad a esta Constitución y tienen las demás 
atribuciones que ella establece." 

�
El artículo 47 agrega que "la Cámara de Diputados está integrada por 120 

miembros elegidos en votación directa por los distritos electorales que establezca 
la ley orgánica constitucional respectiva. 
"La Cámara de Diputados se renovará en su totalidad cada cuatro años." 

�
En virtud del artículo 48, "para ser elegido diputado se requiere ser 

ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad, haber 
cursado la enseñanza media o equivalente y tener residencia en la región a que 
pertenezca el distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a dos 
años, contando hacia atrás desde el día de la elección." 

�
Artículo 49.- El Senado se compone de miembros elegidos en votación 

directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del 
país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de 
Senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección. Los 
Senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada 
cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las 
regiones de número impar y en el siguiente a los de las regiones de número par y 
de la Región Metropolitana. 

�
Artículo 50.- Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con 

derecho a sufragio, único haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener 
cumplidos treinta y cinco años de edad el día de la elección. 

�
Artículo 51.- Se entenderá que los diputados tienen, por el solo ministerio 

de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en 
ejercicio de su cargo. Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán 
conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos. 

�
De acuerdo al artículo Artículo 55.- El Congreso Nacional se instalará e 

iniciará su período de sesiones en la forma que determine su ley orgánica 
constitucional. En todo caso, se entenderá siempre convocado de pleno derecho 
para conocer de la declaración de estados de excepción constitucional. La ley 
orgánica constitucional señalada en el inciso primero, regulará la tramitación de 
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las  acusaciones  constitucionales,  la  calificación  de  las  urgencias  conforme  lo 
señalado en el artículo 74 y todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley. 

�
Artículo 56.- La Cámara de Diputados y el Senado no podrán entrar en 

sesión ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la tercera parte de sus 
miembros en ejercicio. Cada una de las Cámaras establecerá en su propio 
reglamento la clausura del debate por simple mayoría. Normas comunes para los 
diputados y senadores. 

�
• Quórum de sesiones: 

�
La cámara de diputados y el senado tienen como quórum de sesión válida un 
tercio de sus miembros en ejercicio. 

�
�
�
�
�
�
�
�
�
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Realice ejercicios nº 14 y 15 
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�
3) Atribuciones exclusivas de las cámaras y del Congreso Nacional 

�
El Congreso es un parlamento bicameral equilibrado en cuanto a sus 

funciones y potestades, más la Constitución radica atribuciones exclusivas en 
cada cámara, que permiten diferenciarlas. 

�
1) Artículo 52.- Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados: 

�
1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede: 
a) Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los 
diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la 
República, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro de Estado 
que corresponda, dentro de treinta días. Sin perjuicio de lo anterior, cualquier 
diputado, con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes de la 
Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de 
la República contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que 
corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior. En ningún 
caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la 
responsabilidad política de los Ministros de Estado; 
b) Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos un tercio de los 
diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en relación con materias 
vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo, un mismo Ministro no podrá ser 
citado para este efecto más de tres veces dentro de un año calendario, sin previo 
acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio. La asistencia del 
Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que 
motiven su citación, y 
c) Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a lo menos dos 
quintos de los diputados en ejercicio, con el objeto de reunir informaciones 
relativas a determinados actos del Gobierno. Las comisiones investigadoras, a 
petición de un tercio de sus miembros, podrán despachar citaciones y solicitar 
antecedentes. Los Ministros de Estado, los demás funcionarios de la 
Administración y el personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que 
éste tenga participación mayoritaria, que sean citados por estas comisiones, 
estarán obligados a  comparecer y a suministrar los antecedentes y las 
informaciones que se les soliciten. No obstante, los Ministros de Estado no podrán 
ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo 
acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros. La ley orgánica constitucional 
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del Congreso Nacional regulará el funcionamiento y las atribuciones de las 
comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas 
citadas o mencionadas en ellas. 
 
2) Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de 
veinte de sus miembros formulen en contra de las siguientes personas: 
 
a) Del Presidente de la República, por actos de su administración que hayan 
comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, o infringido 
abiertamente la Constitución o las leyes. Esta acusación podrá interponerse 
mientras el Presidente esté en funciones y en los seis meses siguientes a su 
expiración en el cargo. Durante este último tiempo no podrá ausentarse de la 
República sin acuerdo de la Cámara; 
b) De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente el honor o la 
seguridad de la Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado 
éstas sin ejecución, y por los delitos de traición, concusión, malversación de 
fondos públicos y soborno; 
c) De los magistrados de los tribunales superiores de justicia y del Contralor 
General de la República, por notable abandono de sus deberes; 
d) De los generales o almirantes de las instituciones pertenecientes a las Fuerzas 
de la Defensa Nacional, por haber comprometido gravemente el honor o la 
seguridad de la Nación, y 
e) De los intendentes y gobernadores, por infracción de la Constitución y por los 
delitos de traición, sedición, malversación de fondos públicos y concusión. La 
acusación se tramitará en conformidad a la ley orgánica constitucional relativa al 
Congreso. Las acusaciones referidas en las letras b), c), d) y e) podrán 
interponerse mientras el afectado esté en funciones o en los tres meses siguientes 
a la expiración en su cargo. interpuesta la acusación, el afectado no podrá 
ausentarse del país sin permiso de la Cámara y no podrá hacerlo en caso alguno 
si la acusación ya estuviere aprobada por ella. Para declarar que ha lugar la 
acusación en contra del Presidente de la República se necesitará el voto de la 
mayoría de los diputados en ejercicio. En los demás casos se requerirá el de la 
mayoría de los diputados presentes y el acusado quedará suspendido en sus 
funciones desde el momento en que la Cámara declare que ha lugar la acusación. 
La suspensión cesará si el Senado desestimare la acusación o si no se 
pronunciare dentro de los treinta días siguientes. 

�
�
2) Artículo 53.- Son atribuciones exclusivas del Senado 

�
1) Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable con arreglo al 
artículo anterior. El Senado resolverá como jurado y se limitará a declarar si el 
acusado es o no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa. 
La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los dos tercios de los 
senadores en ejercicio cuando se trate de una acusación en contra del Presidente 
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de la República, y por la mayoría de los senadores en ejercicio en los demás 
casos. Por la declaración de culpabilidad queda el acusado destituido de su cargo, 
y no podrá desempeñar ninguna función pública, sea o no de elección popular, por 
el término de cinco años. El funcionario declarado culpable será juzgado de 
acuerdo a las leyes por el tribunal competente, tanto para la aplicación de la pena 
señalada al delito, si lo hubiere, cuanto para hacer efectiva la responsabilidad civil 
por los daños y perjuicios causados al Estado o a particulares; 
2) Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier 
persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los 
perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño 
de su cargo; 
3) Conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las 
autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia; 
4) Otorgar la rehabilitación de la ciudadanía en el caso del artículo 17, número 3° 
de esta Constitución; 
5) Prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, 
en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran. Si el Senado no se 
pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente 
de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento; 
6) Otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse 
del país por más de treinta días o en los últimos noventa días de su período; 
7) Declarar la inhabilidad del Presidente de la República o del Presidente electo 
cuando un impedimento físico o mental lo inhabilite para el ejercicio de sus 
funciones; y declarar asimismo, cuando el Presidente de la República haga 
dimisión de su cargo, si los motivos que la originan son o no fundados y, en 
consecuencia, admitirla o desecharla. En ambos casos deberá oír previamente al 
Tribunal Constitucional; 
8) Aprobar, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la declaración del 
Tribunal Constitucional a que se refiere la segunda parte del Nº 10º del artículo 93; 
9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme 
de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación de los ministros y 
fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional, y 
10) Dar su dictamen al Presidente de la República en los casos en que éste lo 
solicite. El Senado, sus comisiones y sus demás órganos, incluidos los comités 
parlamentarios si los hubiere, no podrán fiscalizar los actos del Gobierno ni de las 
entidades que de él dependan, ni adoptar acuerdos que impliquen fiscalización. 

�
�
�
3)   Artículo 54.- Son atribuciones del Congreso: 

�
1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el 
Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un 
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Tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en 
conformidad al artículo 66, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una 
ley. El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el 
alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle. 
El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones 
interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, 
siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en 
las normas generales de derecho internacional. Las medidas que el Presidente de 
la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado 
en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate 
de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados 
celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad 
reglamentaria. Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, 
modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de 
acuerdo a las normas generales de derecho internacional. Corresponde al 
Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o 
retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en 
el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste. Una vez que la denuncia o 
el retiro produzcan sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado 
internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno. En el caso 
de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el 
Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince 
días de efectuada la denuncia o el retiro. El retiro de una reserva que haya 
formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso 
Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de 
conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El 
Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados 
desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se 
pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva. 
De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a 
hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en 
vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las 
objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la 
suspensión, la terminación y la nulidad del mismo. En el mismo acuerdo 
aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la 
República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con 
fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal 
caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 64, y 
2) Pronunciarse, cuando corresponda, respecto de los estados de excepción 
constitucional, en la forma prescrita por el inciso segundo del artículo 40. 

�
�

 Poder judicial 
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La Constitución de 1980 contiene elementos de continuidad e innovación en 
lo relativo al poder judicial si se la compara con las cartas históricas. Por de 
pronto, el texto vigente reserva la denominación de poder del Estado sólo al poder 
judicial, siguiendo a su antecesora de 1925, la que innova por su parte respecto de 
la de 1833, que se refería a la administración de justicia. 

�
El tratamiento del poder judicial como poder del Estado pone de relieve su 

independencia y simetría frente a los demás poderes del Estado clásicos. Por otra 
parte, la Constitución consagra en su capítulo VI un conjunto de principios 
inherentes a la judicatura que antes figuraban sobriamente en la carta fundamental 
o en los Códigos Orgánico de Tribunales y de Procedimiento Civil. 

�
Por último, la Constitución de 1980 suprime la referencia a los tribunales 

contenciosos administrativos que poseía la de 1925 en su artículo 87 e innova en 
el campo de la acción de inaplicabilidad, incorporando la denominada 
inaplicabilidad de oficio. 
Desde una perspectiva orgánica, el poder judicial es un conjunto de órganos 
estatales que tienen atribuida la potestad jurisdiccional y están dotados de 
autonomía e independencia como poder público. Los tribunales de la nación son 
los ordinarios y especiales creados por ley y junto a estos tribunales permanentes 
existen otros accidentales. 

�
La Corte Suprema es el órgano supraordenado jerárquicamente y 

corresponde a un tribunal de casación y de justicia constitucional y está dotado de 
las superintendencias correccional, directiva y económica sobre todos los 
tribunales de justicia. Funciona como un tribunal pleno y en tres salas de 
funcionamiento ordinario y una cuarta extraordinaria. Se compone de veintiún 
ministros, de entre los cuales se elige un presidente. Sus salas son: 1º sala civil; 2º 
sala penal; 3º sala constitucional; 4º sala mixta. 

�
Principios constitucionales de poder judicial: 

�
1) Principio de jurisdicción, 
2) Principio de independencia 
3) Principio de legalidad. 
4) Principio de inexcusabilidad. 
5) Principio de imperio. 
6) Principio de generación mixta . 
7) Principio de responsabilidad. 
8) Principio de inamovilidad. 

�
�
�

Realice ejercicios nº 16 al 19 
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a) Principios constitucionales del poder judicial 
�
1) Principio de jurisdicción (Art. 1 COT y 76 de la Constitución): El constituyente y 

el legislador dicen que la jurisdicción es una potestad y no una facultad, 
distinción que viene en las leyes españolas del S. XIX. La jurisdicción como 
potestad estatal, tiene los atributos de toda potestad pública y en un estado de 
derecho, está conectado al principio de separación de poderes que permite 
una diferenciación formal y material de cada función del poder estatal. Esta 
diferenciación se ve en la triada de jurisdicción-acción-proceso. 

�
�
�
2) Principio de independencia: Independencia es distinta a Autonomía. El 

profesor Manuel Arrabacoba distinguía ente la independencia ad-intra y la 
independencia ad-extra. Independencia ad-intra se predica como postulado 
respecto del órgano jurisdiccional (tribunal creado por ley). Independencia ad- 
extra se predica de la judicatura como poder público en su relación con otros 
poderes del Estado y es necesario corolar con el principio de separación de 
poderes (Art. 76 inciso 1º párrafo 2º y Art. 5, 6 y 7). 
Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, 
ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los 
fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer revivir procesos 
fenecidos. 

�
3) Principio de legalidad: En su dimensión funcional importa que todo tribunal se 

someta al principio de legalidad en su dimensión objetiva y subjetiva. Desde 
este punto de vista todo órgano que ejerce jurisdicción, debe hacerlo en el 
marco del debido proceso y de la tutela judicial. El Art. 19 N° 3 inciso 5º habla 
de órgano y no de tribunal. Esto significa que, en esta dimensión funcional no 
existe un concepto de juez. En su dimensión orgánica este principio importa 
que es la ley formal de quórum especial (orgánica constitucional) la fuente del 
tribunal en cuanto órgano, configuración, estatuto y competencia. La 
Constitución en su Art. 19 N° 3º inciso 4º exige que el tribunal estatuido por ley 
"se haya establecido con anterioridad por ésta". A su vez los procedimientos 
quedan reservados a dominio legal pero de ley ordinaria conforme a ello las 
leyes procesales en Chile son leyes ordinarias y las leyes que organizan los 
tribunales son orgánicas. 

�
Art. 77. Una ley orgánica constitucional determinará la organización y 

atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida 
administración de justicia en todo el territorio de la República. 
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La misma ley señalará las calidades que respectivamente deban tener los 
jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las 
personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados. 

La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los 
tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema. 

�
4) Principio de inexcusabilidad (Art. 10 COT y 76 inciso 2º de la Constitución): Es 

un principio de alcance limitado, ya que el principio de legalidad opera con 
intensidad distinta en lo civil y en lo penal. Mario Casarino Viterbo observa que 
este principio requiere de ciertos presupuestos: que la intervención del tribunal 
sea reclamada en forma legal y en el ámbito de su competencia. 
Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, 
no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley que 
resuelva la contienda o asunto sometidos a su decisión. 

�
�
�
5) Principio de imperio Devela la precariedad de la judicatura como potestad del 

Estado, pero también su fortaleza ya que buena parte de los servicios 
auxiliares de la judicatura integran la administración del Estado (servicio 
médico legal, ISP, gendarmería, carabineros, investigaciones). En virtud de 
este principio de imperio "los tribunales ordinarios de justicia y los especiales" 
podrán impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de 
acción conducente de que dispusiere. 

�
Para hacer ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar los actos 

de instrucción que decreten, los tribunales ordinarios de justicia y los especiales 
que integran el Poder Judicial podrán impartir órdenes directas a la fuerza pública 
o ejercer los medios  de acción conducentes de que dispusieren. Los demás 
tribunales lo harán en la forma que la ley determine. 

�
La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el mandato judicial y 

no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o legalidad de la 
resolución que se trata de ejecutar. 

�
6) Principio de generación mixta (Art. 78 de la Constitución): Chile tiene un 

sistema de generación de los agentes que integra el Poder Judicial mixto; por 
una parte impera un principio de carrera o burocracia judicial (ingreso por 
escalafones), con un sistema de cooptación e injerencia del Poder Ejecutivo e 
injerencia del Senado en el nombramiento de los integrantes de la judicatura. 
El Art. 76 establece las bases de este sistema mixto por gradas o niveles: 
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7) Principio de responsabilidad (Art. 79): En nuestro ordenamiento jurídico opera 
el principio de divisibilidad de las responsabilidades, por lo que la 
responsabilidad de los jueces puede ser: 
�  Responsabilidad penal común 
�  Responsabilidad civil común: (contractual y extracontractual) 
�  Responsabilidad administrativa 
�  Responsabilidad penal especial o ministerial (Art. 79): La pesquisa de estos 

delitos se hace a través de la querella de capítulos (Art. 324 COT) 
�  Responsabilidad constitucional: por notable abandono de deberes 

�
8) Principio de inamovilidad: Es una garantía de la carrera judicial propia del 

modelo francés. Es una inamovilidad relativa pues el Art. 80 inciso 2º enuncia 
alguna de las causas de cesación en el cargo de juez. Esta inamovilidad 
relativa que es garantía de la independencia de los jueces, permite la 
amovilidad de éstos, previo procedimiento de amovilidad que es competencia 
de la Corte Suprema (Art. 32 N° 15 y Art. 80 inciso final). 

�
Art. 77. Los jueces permanecerán en sus cargos durante su buen 

comportamiento; pero los inferiores desempeñarán su respectiva judicatura por el 
tiempo que determinen las leyes. 

No obstante lo anterior, los jueces cesarán en sus funciones al cumplir 75 
años de edad; o por renuncia o incapacidad legal sobreviniente o en caso de ser 
depuestos de sus destinos, por causa legalmente sentenciada. La norma relativa a 
la edad no regirá respecto al Presidente de la Corte Suprema, quien continuará en 
su cargo hasta el término de su período. 

En todo caso, la Corte Suprema por requerimiento del Presidente de la 
República, a solicitud de parte interesada, o de oficio, podrá declarar que los 
jueces no han tenido buen comportamiento y, previo informe del inculpado y de la 
Corte de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remoción por la mayoría 
del total de sus componentes. Estos acuerdos se comunicarán al Presidente de la 
República para su cumplimiento. 

El Presidente de la República, a propuesta o con acuerdo de la Corte 
Suprema, podrá autorizar permutas u ordenar el traslado de los jueces o demás 
funcionarios y empleados del Poder Judicial a otro cargo de igual categoría. 

�
• Superintendencia de la Corte Suprema, artículo 82, incisos primero y segundo: 

�
Artículo 82.- La Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, correccional y 
económica de todos los tribunales de la Nación. Se exceptúan de esta norma el 
Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tribunales 
electorales regionales. Los tribunales superiores de justicia, en uso de sus 
facultades disciplinarias, sólo podrán invalidar resoluciones jurisdiccionales en los 
casos y forma que establezca la ley orgánica constitucional respectiva. 
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El término superintendencia es un anacronismo que simplemente designa 
potestades de índole administrativa y normativa de la Corte Suprema. 

�
• La superintendencia directiva, designa a la Corte Suprema como el máximo 

tribunal organizado jerárquicamente. 
�

• La superintendencia correccional hace referencia a la potestad de la Corte 
Suprema como órgano supraordenado jerárquicamente para corregir faltas 
o abusos, disponiendo de medidas y sanciones de corrección. 

�
• La superintendencia económica, configura una potestad 

cuasirreglamentaria, en virtud de la cual el máximo tribunal dicta autos 
acordados y adopta acuerdos para una más pronta y cumplida 
administración de justicia o para asuntos y negocios interna corporis. 

�
�
�
�

2. ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA DEL ESTADO 
�
�
�

Si se analiza la Constitución se podrá advertir que la organización 
administrativa del Estado aparece de manera extremadamente difusa sin que 
exista a su respecto un esquema vertebrador ni un párrafo o título que la contenga 
de modo ordenado y coherente. 

�
Lo dicho no debe extrañar si se estudia el punto en una perspectiva 

histórica, porque muchas de las disposiciones que al tema se refieren tienen su 
origen en distintas Épocas, normas que se han ido adicionando en el tiempo y 
que, como piezas muy diferentes de un mosaico, hay que recomponer a fin de 
darles unidad y cierta necesaria coherencia. 

�
a) La primera disposición en el texto constitucional vigente que concierne a la 

organización administrativa del Estado es su artículo 3°, frase segunda, que 
dispone: “Su administración será funcional y territorialmente 
descentralizada, o desconcentrada en su caso, en conformidad con la ley”; 
este texto viene del artículo 107 de la Constitución Política de 1925 en su 
base, pero específicamente de la Constitución Política de 1980, modificado 
por la Ley de Reforma Constitucional Nº 19.097, de 1991. 

�
Traducido esto en términos técnicos, se expresa que la Administración del 
Estado será personificada (“descentralizada”) en razón de la función y en 



Instituto  Profesional  Iplacex  
�

55 

�

razón del territorio (v. gr. regional, o comunal) y también, cuando así lo 
disponga la ley, se “desconcentrarán” las atribuciones, igualmente en razón 
de la función o el territorio6. 

�

b) La segunda norma constitucional en importancia viene a ser su artículo 24, 
el cual encabezando el capítulo IV (gobierno), y el párrafo 1° del artículo 24 
(Presidente de la República), expresa que “El gobierno y la administración 
del Estado corresponde al Presidente de la República, quien es el jefe de 
Estado” (inc. 1) 

�

Esto es, ella determina que a tal magistrado supremo, se le encarga la 
“administración” del Estado. 

�
c) Ello vendrá a ser complementado por el artículo 33 al establecer que “Los 

Ministros de Estado son los colaboradores directos e inmediatos del 
Presidente de la República en el gobierno y administración del Estado” (inc. 
1°)7. 

�
d) Las bases generales de la Administración del Estado serán reenviadas por 

la propia Constitución a una ley orgánica constitucional (art. 38 inc. 1°), la 
cual habrá de precisar su “organización básica” (ídem)8. 

�
e) Será el capítulo XIII de la Constitución (arts. 110 a 115) el que se referirá a 

lo que su título denomina “gobierno y administración interior del Estado”, en 
donde se estatuirá el  gobierno regional (a cargo de un intendente), la 
administración regional (a cargo del llamado “gobierno regional”), el 
gobierno y administración provincial (a cargo de un gobernador), y la 
administración comunal)9. 

�
�
�
�

6 La desconcentración en el derecho administrativo chileno, en Revista de Derecho Público 
N° 51/52 (1992) 103-125. 
7 El citado art.24 viene de la Constitución de Cádiz, de 1812 art.170, y referido al rey; lo 
retomará la Constitución Política de 1833 (art. 59) y pasará intacto a la de 1925 (art.60), 
siendo retocado sólo en 1980. 
8 Dicha ley es la 18.575 (05.12.1986), que ha sufrido numerosas modificaciones 
(especialmente referidas a la carrera funcionaria, que no a lo concerniente a la referida 
organización).El art. 38 citado se origina en 1980. 
9 Esta tripartición de niveles territoriales de administración viene de la reforma llamada 
"regionalización del país", llevada a cabo por el gobierno del Presidente Pinochet, a partir 
de los DL 573 y 575, de 1974, luego vertida en la Constitución Política de 1980; sufrirá 
reformas en 1991 por la Ley de Reforma Constitucional N° 19.097 citada. 
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f) Ya en cuanto a la “morfología” de entes u organismos que configuran o 
integran esa organización administrativa estatal, la Constitución carece de 
una sistemática técnicamente concebida, y sólo enuncia tipos de 
organismos que la realidad ha ido deparando en el tiempo, sin que en 1980 
se haya ordenado el punto, puesto que asume en términos generales la 
misma terminología que se había introducido en la Constitución Política de 
1925 en su reforma de 1943 (Ley 7.727/art. 45 inc. 3°) 10. 

�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�

Realice ejercicios nº 20 y 21 
�
�
�
�
�
�

10 Dejando de lado una terminología omnicomprensiva genérica que había introducido para 
ordenar el tema el constituyente de la reforma de 1970 (Ley 17.284, de 23 de enero 1970). 
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�
Es así que en la Carta Fundamental aparecen como entes u organismos 

administrativos, los fiscales, los semifiscales, las empresas del Estado o en las 
que el fisco tenga intervención por aportes de capital, y las municipalidades; a ello 
habría que agregar los gobiernos regionales, la terminología de “servicios 
públicos” para todo aquello, y a lo cual se adiciona la especie de organismos 
(servicios públicos) “autónomos”. 

�
Respecto a las “empresas del Estado” habría que hacer mención del art.19, 

que tanto en su N° 24 inc 10° como en su N° 21 inc. 2°, se refieren a ellas; el 
primero de ellos se refiere a que “el Estado o sus empresas” podrán ejecutar 
directamente la exploración, explotación o beneficio de yacimientos que contengan 
sustancias no concesibles, y el segundo a la posibilidad que “el Estado y sus 
organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo 
si una ley de quórum calificado los autoriza”. 

�
Haciendo una síntesis en un esquema claro respecto de lo que la 

Constitución prescribe respecto de la organización administrativa del Estado, 
podría decirse que: 

�
a) La administración del Estado está atribuida al Presidente de la 

República (art. 24), el cual la ejerce con la colaboración inmediata y directa de los 
Ministros de Estado (art. 33, a cargo de Ministerios, cuya organización y número 
corresponde a la ley precisar). 

�
b) En el “nivel territorial”, esa “administración” está a cargo en las 

regiones de un Intendente y de un Consejo Regional, en que ambos configuran el 
llamado “gobierno regional”, ente personificado; en las provincias dicha 
administración se atribuye al “gobernador”, y al nivel comunal ella se encarga a las 
“municipalidades”; y 

�
c) En el plano de las distintas entidades u organizaciones o servicios 

públicos que “funcionalmente” desarrollan la actividad administrativa del Estado, 
es decir satisfacer necesidades públicas, ellos son: o servicios fiscales, o 
semifiscales, o autónomos, o municipales, o empresas del Estado (sean del 
Estado o de sus organismos), o empresas en que el Estado o sus organismos, o el 
fisco, interviene o participa con aportes de capital. 

�
Si se desciende en la jerarquía normativa a aquella ley orgánica 

constitucional  a  la  que  la  Constitución  remite  la  organización  básica  de  la 
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�

Administración Pública (como dispone el art.38 inc.1°11), es posible encontrar tanto 
una enumeración de los organismos que integran la Administración del Estado 
como, asimismo, una sistematización más coherente con una determinada 
perspectiva. 

�

En el primer aspecto, es el artículo 1° de la ley 18.575 el que se encarga de 
señalar que la Administración del Estado está constituida -bajo el Presidente de la 
República, que es quien tiene a su cargo la administración del Estado- por los 
Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones, y los órganos y servicios 
públicos creados para realizar esa función administrativa, organismos entre los 
cuales se enumera a la Contraloría General de la República, el Banco Central 12, 
las Fuerzas Armadas, y de Orden y Seguridad Pública, las Municipalidades y las 
empresas públicas creadas por ley (inc.2°) 13. 

�

En el segundo aspecto, la ley 18.575 ha asumido, en su Título II, y 
específicamente en sus arts. 26 y 27, una perspectiva que, iniciada 
jurisprudencialmente por Contraloría sobre todo en la década de los años 1955- 
1965 14, fuera recogida por la Constitución de 1925, en su reforma de enero de 
1970 (Ley 17.284), en su art.45 inc. 2°, pero que no pasara al constituyente de 
1980. En efecto, sobre la base de la relación jurídico-organizativa entre el 
Presidente de la República y los organismos o entidades que conforman la 
Administración del Estado, se distingue entre servicios públicos “centralizados” y 
“descentralizados”, según dependan jerárquicamente, o con vínculo de 
supervigilancia (jerarquía atenuada) de aquí, es decir, según están dotados de 
personificación (como Éstos últimos) o no (como los primeros). 

�
�
�

11 El epígrafe que titula el párrafo (3°) del capítulo IV, expresa "Bases Generales de la 
Administración del Estado", y a continuación al inicio del art. 38 (única disposición del 
citado párrafo) se habla de "organización básica de la Administración Pública". Para 
despejar el uso promiscuo que hace el constituyente de ambos términos, al igual que "la 
Administración" (v. gr. arts. 38 cit. incisos 1° y 2°, art. 62 inc. 4° N° 4, 87 inc. 1°, 103 
incs.1° y 2°, 104 inc. 1°), el Tribunal Constitucional dirimió la confusión estableciendo la 
"sinonimia" de los términos, al conocer de la constitucionalidad del proyecto de ley 
orgánica constitucional, que luego sería la N° 18.575 (vease sentencia de 02.10.1986, rol 
39, en Fallos del Tribunal Constitucional 1985-1992. Edit. Jurídica de Chile. Stgo. 1993, 
pp. 21-26, considerando 4° al 7°, p. 224). 
12 Que en virtud de la ley 18.840 (art.90) -orgánica constitucional del referido Banco- ha 
sido expresamente excluida de la aplicación de la ley 18.575. 
13 Se habla de "órganos" para referirse a aquellos que la Constitución establece que una ley 
orgánica constitucional regulará su organización y funcionamiento y que el inc. 2° de este 
art. 1° enumera. 
14 Véanse, entre otros, dictámenes 55.741/1957, 50.433/1960, 65.241/1961, y 65.338/1963. 
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�

Conforme a esta perspectiva, la Administración del Estado está configurada 
de la siguiente forma: 

�
a) Por servicios públicos no personificados, como los denominados “fiscales” 

(“centralizados”), los cuales actúan bajo la personalidad jurídica del Fisco, y 
�

b) Por servicios públicos personificados, que comprenden una variada gama 
de entidades con personalidad jurídica -y por ende autonomía (normativa, y 
de gestión tanto administrativa como financiera)- tales como los gobiernos 
regionales, las municipalidades, las instituciones 15, y las empresas del 
Estado creadas por ley. 

�
Se encarga, también, esta Ley 18.575 de precisar que el Estado puede 

participar y tener representación en entidades que no formen parte de su 
Administración “sólo en virtud de una ley que lo autorice, la que deberá ser de 
quórum calificado si esas entidades desarrollan actividades empresariales” (art.6° 
inc.1°), agregándose que tales entidades "no podrán, en caso alguno, ejercer 
potestades públicas" (inc.2°). Lo dicho va en relación con lo dispuesto por el art. 
19 N° 21 inc.2° de la Constitución Política del Estado, el cual inserto en el derecho 
fundamental que toda persona tiene derecho de desarrollar cualquiera actividad 
económica licita, prescribe que “el Estado y sus organismos podrán desarrollar 
actividades empresariales o participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado 

�

�
�
�
�
�

15 Denomino "instituciones" a esa gran cantidad de servicios públicos personificados que no 
siendo ni municipalidades ni empresas del Estado, desarrollan la función administrativa del 
Estado, bajo una muy variada denominación tales como: centrales (Central de 
Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud), Comisiones (Nacional de 
Energía, Chilena de Energía Nuclear), Consejos (Superior de Educación, Nacional de 
Televisión), Corporaciones (de Asistencia Judicial, de Fomento de la Producción), 
Direcciones (del Trabajo, General del Crédito Prendario), Fiscalías (Nacional Económica, 
Nacional de Quiebras), Fondos (Nacional de Salud, Nacional de Discapacidad, de 
Solidaridad e Inversión Social), Institutos (Nacional de Estadísticas, de Normalización 
Previsional), Juntas (de Jardines Infantiles), Servicios (de Registro Civil e Identificación, de 
Salud, de Impuestos Internos), Servicios Nacionales (de Turismo, de Aduanas), 
Superintendencias (de Fondos de Previsión, de Bancos e Instituciones Financieras, de 
Seguridad Social), servicios todos que quedan englobados en el término "entidades 
autónomas", de que habla el Art. 62 inc. 4°, Ns. 2 y 3, respectivamente, de la Constitución. 
Hemos imaginado esta denominación genérica a fin de unificar siquiera 
terminológicamente a todos ellos que, en general (salvo las Universidades) son propiamente 
“servicios públicos” (estatales). 
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�

los autoriza rigiéndose dichas actividades por las mismas normas aplicables a los 
privados”16. 

�
�

Concurre, también, en la materia el artículo 16 de la ley N° 10.336, orgánica 
constitucional de la Contraloría General de la República, el cual, respecto de las 
entidades u organismos sobre los cuales ejerce ella sus potestades de 
fiscalización, hace una enumeración que es necesario tener en cuenta 17. 

�

Dice esta disposición que se encuentran sometidos a la fiscalización de la 
Contraloría “los servicios, instituciones fiscales, semifiscales, organismos 
autónomos, empresas del Estado y, en general, todos los servicios públicos 
creados por ley” (inc.1° frase 1a.).18

 
�

Y agrega en su inc. 2° que “También quedarán sujetas a la fiscalización de 
la Contraloría General las empresas, sociedades o entidades públicas o privadas 
en que el Estado o sus empresas, sociedades o instituciones centralizadas o 
descentralizadas tengan aportes de capital mayoritario o en igual proporción, o, en 
las mismas condiciones, representación o, participación...”. 

�

Aun cuando la Constitución no adopta una perspectiva propiamente de 
técnica jurídica en el planteamiento del tema de la “organización administrativa del 
Estado”, es posible realizar un enfoque desde esta visión, diciendo que el Estado 
es una persona jurídica19, compuesto por distintas personas jurídicas públicas 
estatales, regidas por el derecho público. 

�
En efecto, dichas personas son: 

�
�
�
�

16 La frase segunda de este inc. 21 agrega que "En tal caso, esas actividades estarán 
sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las 
excepciones que por motivos justificados establezca la ley, la que deberá ser, asimismo, de 
quórum calificado"; sobre ello puede verse mi La actividad económica en la Constitución 
(la primacía de la persona humana), en Ius Publicum 2 (1999) 119-128. 
17 La Contralor -conforme a la Constitución (art.87)- ejerce el control de la legalidad de los 
actos de la Administración, idea que reitera el art.11 de su ley orgánica cit. 
18 Salvo que una ley (del mismo rango/LOC) disponga lo contrario, como v. gr. respecto de 
la Empresa de Televisión Nacional de Chile, la ley 19.132 (08.04.1992) arts. 33 y 34. 
19 Qué duda cabe, si ya aparece ello afirmado por el propio Código Civil/1855, art. 547 inc. 2º 
y la propia Constitución (1980) lo reconoce expresamente al hablar de “órganos” (arts. 6º y 7º, 
19 Nº 21 inc. 2º, 38 inc. 2º, etc.), y órganos tienen sólo las personas, en este caso una persona 
jurídica. 
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a) El “Fisco”, bajo el cual actúan los órganos legislativos (Congreso Nacional: 
Cámara de Diputados y Senado20), los órgano jurisdiccionales (tribunales 
de justicia21), los órganos contralores (Contraloría General de la República, 
Contralorías Regionales22) y, precisamente para nuestro efecto, los órganos 
administrativos centralizados fiscales23. 

�
b) Las “Municipalidades”, personas jurídicas públicas estatales, de típica 

función administrativa, con participación ciudadana en su gestión al punto 
que su configuración organizativa está basada en un órgano unipersonal 
“Alcalde” (elegido por votación popular) y en un órgano colegiado “el 
Concejo Municipal” (igualmente elegidos sus miembros por votación 
popular)24. 

�
c) Las “Instituciones”, conjunto abigarrado de servicios  públicos 

personificados, que configuran parte de la llamada Administración 
Descentralizada, y que hemos reducido a una tipología según sus distintas 
denominaciones, ya antes enunciada (véase nota 11 precedente); 

�
d) Las “Empresas del Estado”, término genérico que comprende entidades 

dedicadas a una actividad empresarial, sea de tipo industrial o comercial, u 
otro, actividades de servicio público con mayor o menor intensidad, y 
configuradas organizativamente no al modo burocrático 25 sino a la manera 
empresarial privada (Directorio, gerente general, etc.), pero bajo un régimen 

�
�
�
�

20 No debe parecer extraña esta afirmación puesto que si dichos órganos producen daño, a 
quien se demanda es al Fisco y no al Congreso, Cámara o Senado; e igualmente por el daño 
que producen los órganos judiciales se ha de demandar al Fisco (véase un ejemplo en el 
art.19 N° 7 letra i) de la Constitución); de igual modo respecto de los órganos contralores. 
O si se ha de demandarlos por cobro de pesos u otra cualquiera obligación no cumplida, se 
demanda al Fisco; los bienes que utilizan son fiscales y sus fondos son igualmente fiscales. 
No debe olvidarse que ni el Congreso Nacional, ni la Contraloría General, ni los Tribunales 
de Justicia, ni el Tribunal Constitucional, poseen personalidad jurídica; carecen todos ellos 
de personificación. 
21 Véase nota 16 precedente. 
22 Véase nota 16 precedente. 
23 Como v.gr. Presidencia de la República, Ministerios, Gobernaciones, Secretarías 
Regionales Ministeriales, Intendencias, Servicios Dependientes (esto es todos aquellos que 
no son personificados); véase Apuntes sobre Órganos fiscales. 
24 Arts. 107 a 111 de la Constitución, y Ley 18.695, Orgánica Constitucional de 
Municipalidades; véase Apuntes sobre Municipalidades (esquema de estudio). 
25 Como, por ejemplo, lo describe la ley 18.575 en sus artículos 28 a 30. 
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de derecho público, y en cuya actividad y funcionamiento se rigen por las 
mismas normas que los privados (art.19 N° 21 inc.2° de la Constitución) 26. 

�
e) Los “Gobiernos Regionales”, personas jurídicas de derecho público, 

encargados por la Constitución (art. 100 inc. 2º) de la administración 
superior de cada región, constituidos por el intendente y un consejo regional 
(presidido por aquél), y cuya finalidad es el desarrollo social, cultural y 
económico de la región 27. 

�

�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�

Realice ejercicios nº 22 y 23 
�
�
�
�
�
�

26 Habría que agregar, para ser exhaustivos, a los "fondos" -no confundir con los que hemos 
incluido entre las "Instituciones"-, patrimonios públicos de afectación, sean o no 
personificados; los hay muchísimos que carecen de personalidad jurídica; no existe aún un 
estudio en Chile sobre el tema, pero ello escapa a cuanto estamos analizando. 
27 Su ley orgánica constitucional es la ley 19.175 (11.11.1992); su texto refundido es el DFL (I) Nº 291, de 
20.03.1993; para su mejor comprensión véase esquema de estudio en Apéndice de estos Apuntes. 



Instituto  Profesional  Iplacex  
�

63 

�

 
�
4.1. Gobierno y administración interior del Estado. 

�
�
�

Esta materia parte de la definición básica de la forma jurídica de Estado 
contenida en el artículo 3 de la Constitución, que preceptúa que "el Estado de 
Chile es unitario, su territorio se divide en regiones. Su administración será 
funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, en 
conformidad con la ley." 

�
La definición socavada de Estado unitario es la de Marcel Prethon, quien 

precisa que es aquella forma de Estado en la que existe un centro de impulsión 
política en el territorio. Así, un Estado unitario se caracteriza por la unidad de 
poder territorial, conocida como centralización política, y por tanto conserva una 
unidad esencial en su ordenamiento jurídico, lo que permite diferenciarlo de los 
Estados descentralizados, como los federales, en que existe centro y periferia. 

�
El referido artículo 3, reformado en 1989, al disponer que la administración 

del Estado será funcional y territorialmente descentralizada o desconcentrada en 
su caso, señala que al interior del ejecutivo la función administrativa se somete a 
principios técnicos y organizativos, como los de descentralización y 
desconcentración, a los que cabe agregar los de jerarquía, coordinación y 
delegación. Además, desde el punto de vista de los objetivos de la administración 
destacan los principios de solidaridad, equidad y desarrollo sostenible. 

�
El Estado unitario acepta, por otro lado, dosis de descentralización 

administrativa y en Chile el primero en abogar por la descentralización pública fue 
Valentín Letelier. 

�
�
�

• División político administrativa del territorio. 
�
�
�

Conforme al artículo 110 CPE, "para el gobierno y administración interior del 
Estado, el territorio de la República se divide en regiones y éstas en provincias. 
Para los efectos de la administración local, las provincias se dividirán en comunas. 

�
La creación, supresión y denominación de regiones, provincias y comunas; 

la modificación de sus límites, así como la fijación de las capitales de las regiones 
y provincias, serán materia de ley orgánica constitucional. 
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�
1) Gobierno y administración regional: 

�
Siguiendo a Maurice Hauriou, podemos definir gobierno como una 

subfunción de la función ejecutiva del poder caracterizada por la decisión política 
del Estado, es decir, la adopción de decisiones de política pública y la atención 
sobre los grandes negocios del Estado. 

�
En cambio, la administración es una subfunción de la función ejecutiva 

caracterizada por la ejecución de decisiones políticas, la ejecución de la ley y la 
provisión de los servicios públicos esenciales. 

�
Además, cabe señalar que el artículo 24 en su inciso segundo, 

reconociendo en el presidente el órgano jerarca del gobierno y la administración, 
señala que "su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la 
conservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la 
República, de acuerdo con la Constitución y las leyes." 

�
Sólo la administración se somete a los principios de descentralización y 

desconcentración, estableciendo el capítulo XIII de la carta fundamental sólo las 
reglas de competencia básicas. 

�
a) Gobierno: reside en el intendente, órgano unipersonal y delegado del 

presidente, a quien representa, y es de su exclusiva confianza. El inciso 
primero del artículo 111 dispone que "el gobierno de cada región reside en 
un intendente que será de la exclusiva confianza del Presidente de la 
República. El intendente ejercerá sus funciones con arreglo a las leyes y a 
las órdenes e instrucciones del Presidente, de quien es su representante 
natural e inmediato en el territorio de su jurisdicción." 

�
La ley orgánica constitucional Nº 19175 sobre gobierno y administración 

regional establece en su artículo 1° las atribuciones gubernativas del intendente. 
Debe éste reunir los requisitos de idoneidad para su designación que consagra el 
artículo 113, que especifica que "para ser designado intendente o gobernador y 
para ser elegido miembro del consejo regional o concejal, se requerirá ser 
ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la 
ley señale y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su 
designación o elección. 

"Los cargos de intendente, gobernador, miembro del consejo regional y 
concejal serán incompatibles entre sí. 



Instituto  Profesional  Iplacex  
�

65 

�

"Ningún tribunal procederá criminalmente contra un intendente o 
gobernador sin que la Corte de Apelaciones respectiva haya declarado que ha 
lugar la formación de causa." 

�
De acuerdo al artículo 112, "el intendente presidirá el consejo regional y le 

corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios 
públicos creados por la ley para el cumplimiento de las funciones administrativas 
que operen en la región. 

�
�
�

"La ley determinará la forma en que el intendente ejercerá estas facultades, 
las demás atribuciones que le correspondan y los organismos que colaborarán en 
el cumplimiento de sus funciones." 

�
b) Administración: reside en el gobierno regional, un ente de derecho 

público, "tiene por objeto el desarrollo social, cultural y económico de la región." 
Agrega el inciso tercero que "el gobierno regional estará constituido por el 
intendente y el consejo regional. Para el ejercicio de sus funciones, el gobierno 
regional gozará de personalidad jurídica de derecho público y tendrá patrimonio 
propio." 

�
El gobierno regional está integrado por gobernadores y seremis y, 

eventualmente y como invitados, por directores de servicios. Las secretarías 
regionales ministeriales o seremis son órganos desconcentrados de los ministerios 
en la región y dependen de la cartera respectiva y del intendente. Los servicios 
públicos, en tanto, tienen usualmente direcciones regionales, que también son 
órganos desconcentrados que operan en la región. 

�
i) Intendente: se desempeña como órgano ejecutivo del gobierno regional, siendo 
una suerte de poder ejecutivo del mismo, y lo preside sin derecho a voto, salvo en 
caso de empate. Cuenta con el auxilio directo de las decisiones administrativas de 
planificación y control y del funcionamiento adscrito al gobierno interior y regional 
y, además, coordina los servicios públicos por medio del gobierno regional, que es 
su órgano asesor. 

�
ii) Consejo regional: "el consejo regional será un órgano de carácter normativo, 
resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno 
regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y 
ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le 
encomiende, la que regulará además su integración y organización. 

"Corresponderá desde luego al consejo regional aprobar los planes de 
desarrollo de la región y el proyecto de presupuesto del gobierno regional, 
ajustados a  la  política  nacional  de  desarrollo  y al  presupuesto de  la  Nación. 
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Asimismo, resolverá la inversión de los recursos consultados para la región en el 
fondo nacional de desarrollo regional, sobre la base de la propuesta que formule el 
intendente." 

�
Son elegidos por provincias por un colegio electoral constituido por los 

concejales de la provincia respectiva mediante la fórmula electoral D'Hondt o 
proporcional corregida. 

�
El consejo regional está llamado a colaborar con el intendente en las 

funciones que la ley 19175 le asigna al gobierno regional en el campo del 
desarrollo regional y en el ordenamiento territorial 

�
2) Gobierno y administración provincial: 

�
La provincia es una unidad político administrativa constituida para los fines 

de gobierno y administración, cuyas funciones están llamados a ejercer sus 
órganos. El artículo 116 hace un equívoco distingo entre gobernación y 
gobernador al afirmar en sus dos primeros incisos que "en cada provincia existirá 
una gobernación que será un órgano territorialmente desconcentrado del 
intendente. Estará a cargo de un gobernador, quien será nombrado y removido 
libremente por el Presidente de la República. 

�
"Corresponde al gobernador ejercer, de acuerdo a las instrucciones del 

intendente, la supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia. 
La ley determinará las atribuciones que podrá delegarle el intendente y las demás 
que le corresponden." 

�
Lo cierto es que la gobernación y el gobernador están llamados a las 

funciones de gobierno y administración. La gobernación es un órgano 
territorialmente desconcentrado del intendente, en tanto que el gobernador es un 
órgano unipersonal que sirve a la gobernación y es de exclusiva confianza del 
presidente, en los términos del artículo 32 nº 9. 

�
La ley orgánica 19175 establece las atribuciones gubernativas y 

administrativas del gobernador, especificando que le corresponde ejercer, de 
acuerdo a las instancias del intendente, la supervigilancia de los servicios públicos 
de la provincia, contando con el apoyo de un comité técnico asesor integrado por 
los directores de los servicios públicos que operen en la provincia y que, por tanto 
sirve de órgano coordinador de dichos servicios. Además, conforme al artículo 
117, "los gobernadores, en los casos y forma que determine la ley, podrán 
designar delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades." 
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Por otra parte, el artículo 116 en su inciso final, en concordancia con la ley 
19175, manifiesta que "en cada provincia existirá un consejo económico y social 
provincial de carácter consultivo. La ley orgánica constitucional respectiva 
determinará su composición, forma de designación de sus integrantes, 
atribuciones y funcionamiento." La ley señalada añade que este órgano consultivo 
es de representación funcional, por lo que se integra por miembros de las fuerzas 
armadas y representantes de la sociedad civil y organizada. 

�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�
�

Realice ejercicios nº 25 al 27 
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�
�
3) Administración comunal: 

�
El artículo 118, modificado en 1989, 1991 y 1997, expresa que "la 

administración local de cada comuna o agrupación de comunas que determine la 
ley reside en una municipalidad, la que estará constituida por el alcalde, que es su 
máxima autoridad, y por el concejo. 

"La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las modalidades y 
formas que deberá asumir la participación de la comunidad local en las actividades 
municipales. 

"Los alcaldes, en los casos y formas que determine la ley orgánica 
constitucional respectiva, podrán designar delegados para el ejercicio de sus 
facultades en una o más localidades. 

"Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho público, 
con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las 
necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso 
económico, social y cultural de la comuna. 

"Una ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones 
de las municipalidades. Dicha ley señalará, además, las materias de competencia 
municipal que el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de los 2/3 de 
los concejales en ejercicio, o de la proporción de ciudadanos que establezca la 
ley, someterá a consulta no vinculante o a plebiscito, así como las oportunidades, 
forma de la convocatoria y efectos. 

"Las municipalidades podrán asociarse entre ellas para el cumplimiento de 
sus fines propios. Asimismo, podrán constituir o integrar corporaciones o 
fundaciones de derecho privado sin fines de lucro cuyo objeto sea la promoción y 
difusión del arte, la cultura y el deporte. La participación municipal en ellas se 
regirá por la ley orgánica constitucional respectiva. 

"Las municipalidades podrán establecer en el ámbito de las comunas o 
agrupación de comunas, de conformidad con la ley orgánica constitucional 
respectiva, territorios denominados unidades vecinales, con el objeto de propender 
a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la participación 
ciudadana. 

"Los servicios públicos deberán coordinarse con el municipio cuando 
desarrollen su labor en el territorio comunal respectivo, en conformidad con la ley. 

"La ley determinará la forma y el modo en que los ministerios, servicios 
públicos y gobiernos regionales podrán transferir competencias a las 
municipalidades, como asimismo el carácter provisorio o definitivo de la 
transferencia." 
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El artículo 119 agrega que "en cada municipalidad habrá un concejo 
integrado por concejales elegidos por sufragio universal en conformidad a la ley 
orgánica constitucional de municipalidades. Durarán cuatro años en sus cargos y 
podrán ser reelegidos. La misma ley determinará el número de concejales y la 
forma de elegir al alcalde. 

"El concejo será un órgano encargado de hacer efectiva la participación de 
la comunidad local, ejercerá funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras y 
otras atribuciones que se le encomienden, en la forma que determine la ley 
orgánica constitucional respectiva. 

"La ley orgánica de municipalidades determinará las normas sobre 
organización y funcionamiento del concejo y las materias en que la consulta del 
alcalde al concejo será obligatoria y aquellas en que necesariamente se requerirá 
el acuerdo de éste. En todo caso, será necesario dicho acuerdo para la 
aprobación del plan comunal de desarrollo, del presupuesto municipal y de los 
proyectos de inversión respectivos." 

�
Menciona, por su parte, el artículo 120 que "la ley orgánica constitucional 

respectiva regulará la administración transitoria de las comunas que se creen, el 
procedimiento de instalación de las nuevas municipalidades, de traspaso del 
personal municipal y de los servicios y los resguardos necesarios para cautelar el 
uso y disposición de los bienes que se encuentren situados en los territorios de las 
nuevas comunas. 

"Asimismo, la ley orgánica constitucional de municipalidades establecerá 
los procedimientos que deberán observarse en caso de supresión o fusión de una 
o más comunas." 

�
El artículo 121 explica que "las municipalidades, para el cumplimiento de 

sus funciones, podrán crear o suprimir empleos y fijar remuneraciones, como 
también establecer los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional 
respectiva permita. 

�
"Estas facultades se ejercerán dentro de los límites y requisitos que, a 

iniciativa exclusiva del Presidente de la República, determine la ley orgánica 
constitucional de municipalidades. 

�
Finalmente, el artículo 122 consagra que "las municipalidades gozarán de 

autonomía para la administración de sus finanzas. La Ley de Presupuestos de la 
Nación podrá asignarles recursos para atender sus gastos, sin perjuicio de los 
ingresos que directamente se les confieran por la ley o se les otorguen por los 
gobiernos regionales respectivos. Una ley orgánica constitucional contemplará un 
mecanismo de redistribución solidaria de los ingresos propios entre las 
municipalidades del país con la denominación de fondo común municipal. Las 
normas de distribución de este fondo serán materia de ley." 
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El municipio es una persona jurídica de derecho público autónomo que 
tiene a su cargo la administración de la comuna o agrupación de comunas. La 
municipalidad se constituye de dos órganos superiores, que son el alcalde y el 
concejo, y en cuanto ente público está formado además por un conjunto de 
unidades administrativas denominadas direcciones. 

�
La ley nº 18695, orgánica constitucional de municipalidades, le asigna 

funciones privativas y relacionadas y, además, atribuciones esenciales, lo que 
significa que el perfil funcional de las municipalidades es amplísimo. 

�
a) Alcalde: la ley 18695 lo define como la máxima autoridad de la 
municipalidad, siendo su representante judicial y extrajudicial. Tiene atribuciones 
propias, otras compartidas con el consejo y algunas que somete a consulta a la 
ciudadanía. Es elegido por la ciudadanía local mediante elecciones directas a 
través de sufragio universal y según una fórmula electoral mayoritaria, de acuerdo 
a la reforma de 2001. Como máxima autoridad de la municipalidad es el 
responsable de los servicios administrativos municipales. 

�
b) Concejo: se integra por un número variable de concejales y se constituye en 
un órgano colegiado encargado de hacer efectiva la participación de la comunidad 
local y de ejercer funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras. El inciso final 
del artículo 108 establece el piso de competencia del concejo al enumerar 
materias en que el alcalde requiere de su acuerdo. 

�
El concejo se integra por un mínimo de seis concejales  electos 

directamente por la ciudadanía mediante sufragio universal según una fórmula 
proporcional corregida D'Hondt. 

�
Alcalde y concejales deben reunir los requisitos que establece el artículo 

125 y se hallan sometidos a las prohibiciones del artículo 126, que detalla que "las 
leyes orgánicas constitucionales respectivas establecerán las  causales  de 
cesación en los cargos de alcaldes, de miembro del consejo regional y de 
concejal." 

En rigor, el alcalde es un funcionario público y los concejales no, aunque 
parcialmente se les apliquen normas estatutarias. 

�
La reforma constitucional de 1991 establece una suerte de gerencia pública 

local al crear el órgano administrador municipal, que no se halla presente, por lo 
demás, en todas las comunas. 

�
La participación de la comunidad nacional se verifica a través de ciertos 

institutos recogidos en las reformas de 1989, 1991 y 1997, que son: 
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a) Plebiscitos comunales. 
b) Consultas no vinculantes. 
c) Consejo económico, social y cultural, que es un órgano consultivo integrado 

por representantes de la sociedad civil en la comuna y que tuvo, hasta la 
reforma de 1997, rango constitucional, pero que en la actualidad ve ligado 
su funcionamiento sólo a la ley 18695 y a la ordenanza de participación 
local. 
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Realice ejercicios nº 28 y 30 
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INTRODUCCIÓN AL DERECHO ADMINISTRATIVO  
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1.- Origen y ámbito del Derecho Administrativo 

1.1.- Origen del derecho Administrativo 

Derecho Público chileno presenta desde sus orígenes unos principios y 
reglas que dejan en evidencia la influencia del Derecho francés en nuestro medio. 
Ello se hace especialmente patente en nuestra legislación y doctrina más clásica, 
en que las construcciones jurídicas guardan una similitud que hace evidentes sus 
fuentes y antecedentes directos. 

�
El Derecho administrativo moderno tiene su origen con las revoluciones 

liberales de los siglos XVIII y XIX. 
�

El paso del antiguo régimen, al Estado Liberal, supone el tránsito de 
sistemas de normas que se encontraban a disposición del Monarca a un sistema 
caracterizado por: 

�
a. La existencia de normas jurídicas, aprobadas por asambleas 

representativas, con carácter abstracto, general y permanente que regulan 
como debe relacionarse el Estado con los ciudadanos. 

b. La existencia de un entramado institucional de controles, independiente del 
monarca. 

c. La aparición de una afirmación con carácter constitutivo y vinculante de los 
derechos individuales, tales como la Declaración de los derechos del 
hombre y del ciudadano de 1789. 

�
Podríamos señalar que a partir de la Revolución Francesa surge lo que se 

conoce como Estado Liberal. Antes, ya existían Estados pero tras ella se proclama 
la igualdad de todos los hombres que dejan de ser súbditos para pasar a ser 
ciudadanos, con derechos y obligaciones iguales para todos ellos. 

�
Posteriormente a la instalación del régimen administrativo, surge en 

Francia, el problema de quien debe juzgar a la administración. Se cuestiona si, por 
una parte, debían ser los jueces ordinarios quienes juzgaran a la administración, o 
si, por otra parte, debía ser la propia Administración quien ejerciera esa función. 

�
La raíz del problema se encuentra en que los jueces ordinarios eran 

aquellos del Antiguo Régimen, nobles que quedarían dotados de poder de anular 
las decisiones del Nuevo régimen. Por tal razón, se desconfiaba sumamente. En 
Francia se resolvió el problema con la creación del Consejo de Estado que será el 
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órgano encargado de juzgar a los entes administrativos, al mismo tiempo que será 
dependiente del Jefe de Gobierno. 

�
1.2.- Ámbito del Derecho Administrativo 

�
En cuanto a normas de organización, el Derecho administrativo establece 

los órganos e instituciones a través de los que actúan la Administración Pública, 
desde los servicios centrales, los órganos desconcentrados, descentralizados y 
organismos autónomos dependientes de otras instituciones y, en su caso, los 
Consejos de Ministros, los Ministerios, Secretarías Generales, Direcciones 
generales, Subsecretarías, órganos representativos de las entidades que 
componen la administración local, de empresas públicas, entre otros. 

�
La mayoría de estos órganos tienen como característica común, la 

capacidad para actuar con prerrogativas o poderes superiores a los que poseen 
los particulares (imperium) 

�
En lo que respecta a las normas de funcionamiento, es preciso señalar que 

el Derecho Administrativo sólo regula aquellas actuaciones de la Administración 
Pública en las que los órganos administrativos actúan investidos de potestades 
públicas, es decir, están revestidos de imperium. 

�
En tanto que en la vida privada los derechos y obligaciones se crean casi 

siempre por vía contractual, la administración debe, en interés del servicio público, 
poder imponer, unilateralmente, sin necesidad de previo pronunciamiento judicial, 
obligaciones a los particulares, y su decisión debe ser tenida como jurídicamente 
válida en tanto que el interesado no promueva su anulación por el juez. ' 

�
Se suele distinguir entre Administración territorial (con  distintas 

subdivisiones que tiende a ser coincidente con la división territorial del Estado) y 
Administración institucional, la cual, en distintos grados en función del 
ordenamiento jurídico de que se trate, no ejerce ninguna potestad administrativa. 
Cuando, en estos casos, la Administración Pública actúa como un mero particular 
y le son de aplicación las normas del derecho común. No obstante, siempre habrá 
en su actuación un núcleo estrictamente administrativo, aunque solo sea a los 
efectos del procedimiento para la formación de la voluntad del órgano 
administrativo (unipersonal o colegiado) y las normas de atribución de 
competencias. 
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2.- Concepto y Características del Derecho Administrativo 

2.1.- Concepto de Derecho administrativo 

El  concepto  de  Derecho  Administrativo  varía  según  el  autor  que  lo  haya 
enunciado, y cada uno tiene un enfoque distinto, así para: 

�
a. Gastón Jezé: El Derecho Administrativo no es sino la rama del derecho 

público integrada por el conjunto de reglas relativas a los servicios públicos 
(parte de la base que el servicio público es la piedra angular del Derecho 
Administrativo). 

b. Fleiner: Incumbe al Derecho Administrativo reglar las relaciones jurídicas que 
se crean entre la Administración del Estado y sus súbditos (el orden jurídico 
tiene por misión reglar los derechos y obligaciones que los distintos sujetos 
tienen entre sí). 

c. Adolfo Posada: El Derecho Administrativo es el orden jurídico de la actividad 
política encaminada a procurar y hacer efectiva las disposiciones por medio 
de las cuales el Estado cumple sus fines. (El Derecho Administrativo tiene una 
característica esencial, normar a los órganos administrativos del estado). 

d. Bielza: El Derecho Administrativo es el conjunto de normas positivas y de 
principios de derecho público de aplicación concreta a la institución y 
funcionamiento de los servicios públicos y al consiguiente contralor 
jurisdiccional de la administración pública. 

e. Enrique Silva: Tiene por objeto la creación, organización, funcionamiento y 
supresión de los servicios públicos, la regulación de la actividad jurídica de la 
administración del estado y la determinación de las atribuciones y deberes de 
éste para con sus habitantes. (definición más completa). 

�
�

El Derecho Administrativo ha sido definido tradicionalmente como "el 
Derecho de la Administración Pública" es decir, un conjunto de principios y 
normas jurídicas que regulan la organización, los medios y formas de actuación 
de los órganos que forman parte de aquella, con un contenido distinto del que 
poseen las normas que regulan las relaciones entre los sujetos privados. 

�
�
�

En otras palabras, se trata de un derecho específico y singular que opera 
en razón del sujeto cualificado que interviene (la Administración Pública) y donde 
los poderes jurídicos de ésta y los derechos de las personas que actúan como 
fundamento y contrapeso están afectados por la tutela de los intereses públicos 
comprometidos. 
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Esta concepción del Derecho Administrativo, propia del Derecho europeo 
continental, y algo alejado de las concepciones anglosajonas liberales clásicas del 
siglo XIX, supone la afirmación de potestades públicas específicas a favor de los 
órganos de la Administración del Estado, los cuales están construidos como 
poderes-deberes finalizados, orientados a la satisfacción de un interés público. Así 
las potestades de los órganos de la Administración del Estado, como los 
privilegios de que están provistos, tienen su fundamento y explicación en los 
intereses públicos o bienes jurídicos a que están asociados, lo que determina el 
campo de acción de las mismas potestades 

�
Desde otro punto de vista surge el problema de que cuando se define no 

queda claro si se refiere a un ordenamiento jurídico o a una disciplina científica. 
Esta distinción es clave, en primer lugar el derecho administrativo es un 
ordenamiento jurídico, puesto que es un conjunto unitario de normas que regula 
un sujeto que es el estado. En segundo lugar es además una disciplina científica, 
esto quiere decir que es un conjunto sistemático del ordenamiento administrativo. 

�
2.1.2.- Derecho administrativo como ordenamiento jurídico. 

�
Cuando nos referimos a esto, primero debemos sostener que la 

administración está sometida a derecho, y la segunda afirmación es que la 
administración está sometida a un derecho especial que se conoce como derecho 
administrativo. 

�
Que la administración esté sometida al derecho suena como algo normal, 

autores señalan que esto es anómalo y casi milagroso, puesto que el estado bien 
podría desentenderse de las normas, esto responde al proceso histórico, que se 
produce con la revolución francesa, puesto que antes de ella estaba la monarquía 
absoluta, “legimus solutus”. El cambio ocurrió en el año 1789, desde este 
momento el estado y la administración deben someterse a la ley o como decía 
Rousseau “deben someterse a la voluntad general”. A partir de este periodo 
histórico podríamos decir que la administración se encuentra sometida a derecho, 
como dice el Profesor Soto Kloss, tanto en su ser como en su obrar. 

�
Luego viene otro problema, está sometido a un derecho especial, que se 

conoce como derecho administrativo, un primer sistema es que la administración 
este sometida al derecho común y derecho privado. Y esto es justamente lo que 
sucedía en el sistema anglosajón: 

�
a. Régimen administrativo del Common Law.- Principalmente el sistema Ingles 

y al norteamericano, se encuentran sujetos al Common Law, un jurista al 
inglés decía que esta era justamente una de las grandes ventajas de este 
sistema porque garantizaba mejor la libertad puesto que estaba sometida al 
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imperio del derecho (rule of law). Esta afirmación fue relativa, puesto que el 
diagnostico que hacia este jurista estaba un poco manipulado, todo esto 
cambia radicalmente entre 1914 y 1915, durante la primera GM, donde se 
dictaron las leyes de defensa del reino, las cuales dieron poderes 
exorbitantes al gobierno, por lo tanto a partir de este momento la 
administración inglesa ya no se encontraba sometida al derecho común. En 
el caso norteamericano con las crisis económicas en la época de Roosevelt 
dio lugar a la dictacion de una serio de leyes especiales las cuales lo 
alejaron del sometimiento al derecho común, por lo que finalmente llego a 
parecerse bastante al derecho francés. 

b. Régimen alemán o teoría del fisco.- Otro sistema mas antiguo es el sistema 
de la teoría del fisco, esto sucedió en los principados alemanes y es un 
sometimiento parcial de la administración pero al derecho privado. Esta 
obra parte de la siguiente forma, el estado tiene una doble personalidad, 
porque por una parte el estado es un soberano que actúa con poder de 
imperio. Pero también el estado realiza actos como cualquier particular y 
por lo tanto puede comprar, vender e incluso puede causar perjuicios. Por 
lo que hay dos estados un soberano y uno que actúa como cualquier 
particular, es decir como fisco, es decir como la expresión patrimonial del 
estado. Por lo tanto cuando el estado actúa como soberano no esta 
sometido a derecho, pero cuando el estado actúa como un particular en ese 
caso se puede recurrir a los tribunales de justicia. 

c. Régimen  administrativo  francés.-  este  tuvo  su  origen  en  Francia,  es 
particular porque mezclo varias cosas. Principios liberales, hay separación 
de poderes, igualdad, garantía jurisdiccional, entre otros. Pero además la 
administración heredo algunos poderes autoritarios que venían de la 
monarquía como por ejemplo, la potestad expropiatoria, sancionatoria, el 
poder de autotutela, pero al mismo tiempo se crean una serie de trabas en 
ejercicio de la administración por ejemplo principio de legalidad, control 
presupuestario. Esto lo definía muy bien Jean Rivero, quien decir que para 
la administración era privilegios en mas, privilegios en menos. 

�
Nosotros somos herederos de este modelo, se podría decir que el fondo de 
la administración chilena se construye en base al modelo francés. Los 
franceses agregan algo que en chile no, una jurisdicción especial, tribunales 
especiales. Por lo tanto al haber esta, lentamente se fue construyendo un 
derecho especial distinto al que se aplica a los particulares es decir en el 
ámbito del derecho común. 

�
La Administración puede mostrarse como una pirámide 
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2.2.3.- La administración desconcentrada 
�

Por una técnica que es la desconcentración se pueden crear determinados 
órganos que tengan competencias exclusivas sobre ciertas materias o ciertos 
territorios, y se atenúa la jerarquía con el Presidente de la República, esta 
desconcentración puede ser (a) territorial, con las intendencias, gobernaciones y 
(b) funcional con algunos servicios públicos como por ejemplo el servicio de 
impuestos internos, el servicio nacional de aduanas. En el caso del SII este no 
tiene personalidad jurídica ni patrimonio propio y actúa a través del fisco, si hay 
que demandar al SII se debe demandar al estado o fisco, lo que también ocurre 
con el intendente, pero estos forman parte de la administración centralizada, el 
Presidente de la República tiene dos funciones (1) gobierno, que se realiza a 
través de intendentes y gobernadores, que son los representantes naturales del 
Presidente de la República en la región o provincia y (2) administración, el órgano 
intendencia no tiene personalidad jurídica, la persona jurídica que actúa es una 
sola, que se llama estado o fisco. 

�
2.2.4.- La administración descentralizada: 

�
Esta tiene personalidad jurídica y patrimonio propio, actúan por ellos 

mismos. La descentralización puede ser: 
�
a) Territorial: 

�
�  Municipalidades. 
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�  Gobierno regional (art. 111 inc. 3° CPR “el gobierno regional estará 
constituido por el intendente y el consejo regional. para el ejercicio de sus 
funciones, el gobierno regional gozará de personalidad jurídica de derecho 
público y tendrá patrimonio propio.”). Hay que distinguir si el intendente 
actúa como funcionario de gobierno o funcionario administrativo, los cuales 
cumplen una función administrativa en la región. 

�
b) Funcional: esta descentralización puede realizarse a través de la creación de: 

�
�  Instituciones (ej. instituto de normalización provisional, INP). 
�  Empresas del estado (corporación del cobre de chile, CODELCO; empresa 
nacional de petróleo, ENAP; empresa nacional de minería, ENAMI; televisión 
nacional de chile, TVN; correos de chile). no todas las empresas del estado 
tienen personalidad jurídica de derecho público, ya que el estado también crea 
personas jurídicas de derecho privado como sociedades (metro s.a.). a esto la 
doctrina ha llamado la huída del derecho administrativo. 

�
Esto es todo un complejo orgánico que está a disposición del gobierno. Son 

órganos muy heterogéneos y que realizan funciones muy disímiles. Esto es la 
administración. 
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Se decía que el derecho administrativo es un derecho especial, pero hay 
que distinguir el grado de vinculación: 

�
a. Vinculación parcial al derecho: sistema en que la administración aparece 

sometida parcialmente al derecho (Alemania). este nace para proteger a los 
particulares frente a la acción del estado, ya que en una monarquía absoluta el 
estado y la administración no se someten al derecho. el estado como 
soberano no se somete al derecho y el estado como particular actúa bajo el 
derecho privado con actus privatus. de aquí nace la teoría del fisco. esto fue 
en su momento de creación un artificio garantístico, pero hoy es un retroceso. 
hoy nadie podría decir que el estado tiene dos caras y más encima que una de 
esas no se somete al derecho. 

b. Vinculación al derecho común o derecho privado: en el common law la 
administración está sometida al derecho privado. es la rule of law la que lo 
formula. En este sistema la administración no tienen ninguna prerrogativa 
extraordinaria. así se garantizaba mejor la libertad que en el sistema francés. 
pero en el reino unido, con la ley de defensa del reino y en estados unidos en 
1929, se altera la administración, ya que se pasa de una regulación privada a 
un modelo especial de legislación. 

c. vinculación a un derecho especial: el modelo francés mantiene una serie de 
privilegios  y  proviene  de  la  época  monárquica  y  tiene  mucho  poder  (la 
administración), hay una autotutela, pero a la vez tiene una gran cantidad de 
trabas (la administración) como son los principios de legalidad, etc. además 
tiene una jurisdicción especial en el consejo de estado. 

�
2.2.5.- El modelo chileno de Administración 

�
La piedra angular del modelo chileno proviene del sistema francés, es decir, 

heredada del siglo XIX y XX, ya que la Administración ostenta una serie de 
poderes y privilegios que no tienen los particulares, pero al mismo tiempo está 
sometida a una serie de limitaciones y restricciones. Esto, que estaba en muchas 
leyes, se vino a esclarecer recién en 2003. El Estado tiene una posición 
privilegiada, que no tienen los particulares, pero tiene trabas. 

�
¿Ha recibido el modelo chileno alguna influencia? De la teoría del fisco una 

influencia de Derecho Privado, ya que malamente se ha integrado la figura de 
teoría del fisco como una especie de inmunidad de jurisdicción. Del  modelo 
francés ha recibido como influencia el contencioso administrativo. 
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En Chile, además de tener una Administración importante, deberían existir 
tribunales especiales y poderosos con jurisdicción en lo contencioso 
administrativo. 

�
�

Siguiendo esta tendencia, la CPR 1925 establecía la existencia en Chile de 
Tribunales Contencioso-Administrativos “a la francesa”. Art. 87 CPR 1925 
“Artículo 87.- Habrá Tribunales Administrativos, formados con miembros 
permanentes, para resolver las reclamaciones que se interpongan contra los actos 
o disposiciones arbitrarias de las autoridades políticas o administrativas y cuyo 
conocimiento no esté entregado a otros Tribunales por la Constitución o las leyes. 
Su organización y atribuciones son materia de ley.”.Pero nunca se dictó dicha ley 
que creaba y regulaba los procedimientos de los tribunales contenciosos- 
administrativos, por lo tanto no había tribunales. 
Si el asunto, ante la inexistencia del tribunal al que enviaba la Constitución, se 
presentaba ante la jurisdicción civil, estos tribunales decían que eran 
incompetentes, salvo que el Estado actuara como particular, en ese caso si podía 
entrar a ver el asunto la jurisdicción civil. En este caso se ve al Estado actuando 
como Fisco. Y la teoría del Fisco está en Chile hasta la década del 70 y buena parte 
de la Administración actúa sin control. La Administración no estaba sometida a 
control de los tribunales de justicia. 

�
�
�
�

En la CPR 1980 aparecen nuevamente los tribunales contencioso- 
administrativos en el Art. 38 inc 2° 

�
“Art. 38 inciso 2° Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por 

la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá 
reclamar ante los tribunales contencioso administrativos que determine la ley, sin 
perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere 
causado el daño.”) 

�
Art. 79 inciso 1° parte final “Los tribunales contencioso administrativos 

quedaran sujetos a esta superintendencia conforme a la ley.” 
�

Ante esto, dentro del período comprendido desde la entrada en vigencia de 
la CPR (11/03/1981) hasta el plebiscito de aprobación de las reformas 
constitucionales de 1989 (30/07/1989) y la correspondiente Ley N° 18.825 que 
modifica la CPR de 17/08/1989 , había jurisprudencia vacilante respecto si los 
tribunales ordinarios podían conocer las causas administrativas. Una sentencia de 
la Corte Suprema de Justicia (CSJ) de mayo de 1989, redactada por el Ministro 
Juan Colombo Campbell, dice que los tribunales ordinarios no tienen competencia 
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para conocer de lo contencioso – administrativo, salvo de los casos expresamente 
indicados o señalados por la ley. Esto causa indignación y en ese mismo año se 
realizan las primeras modificaciones a las CPR 1980, para bajar el carácter 
autoritario de dicha Carta. También se eliminó en dicha norma constitucional la 
referencia a los tribunales contencioso – administrativos, dejando a la jurisdicción 
ordinaria la resolución de lo contencioso – administrativo, por tanto, desde 1989 
quien conoce las materias contencioso – administrativas son los TRIBUNALES 
ORDINARIOS DE JUSTICIA (el juez civil). Hay un sistema peculiar, ya que el 
ejemplo francés tiene una Administración con privilegios y una jurisdicción dual 
administrativa (el Consejo de Estado); en Chile en cambio, hay una Administración 
privilegiada, pero una jurisdicción ordinaria, que conoce de muchas materias 
además de lo contencioso – administrativo. 

�
Se conserva la teoría del fisco en la legislación, como un lastre histórico que 

no tiene aplicación jurídica, ya que el Art. 29 LOCBGAE habla de FISCO “Los 
servicios centralizados actuarán bajo la personalidad jurídica y con los bienes y 
recursos del Fisco y estarán sometidos a la dependencia del Presidente de la 
República, a través del Ministerio correspondiente.”, pero se entiende que  el 
Estado es igual a FISCO, no hay doble personalidad. 

�
Esta fue una de las razones de la pobreza científica del Derecho 

Administrativo, ya que si una disciplina jurídica no llega a los tribunales no hay 
discusión. 

�
2.3.- El Derecho administrativo como ciencia del derecho 

�
Se ha visto el Derecho Administrativo como un conjunto de normas, pero 

otra cosa es el Derecho Administrativo como ciencia del derecho. Las ciencias del 
derecho, a diferencia de las normas, busca explicar y sistematizar un cuerpo 
normativo, un conjunto de normas, con un método propio y a partir de allí se 
interpreta la norma jurídica, se construyen instituciones jurídicas (Ej. 
administración, dominio público, acto administrativo, el contrato administrativo). 

�
Todas estas instituciones se relacionan entre si y así surge el SISTEMA DE 

DERECHO ADMINISTRATIVO. No hay que confundir el derecho, como conjunto 
de normas, del estudio sistemático y científico de un sector, de naturaleza 
cognoscitiva. 

�
El Derecho Administrativo surge científicamente y se desarrolla por la 

jurisprudencia del Consejo de Estado de Francia (Conseil d'État). Napoleón 
Bonaparte dirigía todo reclamo hacia la Administración hacia el Consejo de 
Estado, como órgano asesor y este decidía. Con el tiempo fue adquiriendo 
independencia y se estableció como tribunal, ya que los tribunales ordinarios no 
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podían ver estas causas, por la separación de los poderes, ya que consideraban 
que al aceptarlos a trámite estaban regulando a otro poder. Ante esto se crea, 
dentro de la Administración, el Consejo de Estado como tribunal, y este crea un 
corpus jurisprudencial, y nacen los estudios jurídicos que eran normas y 
jurisprudencia, sobre todo en las cátedras universitarias, con los Tratados de 
Derecho Administrativo, destacándose el Profesor Maurice Hauriou, en la Faculté 
de Droit de Toulouse, que es el primero que escribe una obra sobre Derecho 
Administrativo, también destacan Gastón Jèze, Roger Bonnard, de la Escuela de 
Bordeaux, donde  aparecen sistematizadas las principales instituciones del 
Derecho Administrativo francés como Derecho Especial. 

�
En Chile, las primeras obras en Derecho Administrativo son de 1870, una 

obra anónima “Principios Elementales de Derecho Administrativo Chileno, 
adaptados a la enseñanza del ramo en el Instituto Nacional”, pero se le atribuye al 
Profesor Santiago Prado (Profesor de la Cátedra en el Instituto Nacional y la 
Universidad de Chile); y luego Valentín Letelier, quien es de enorme influencia. 
Valentín Letelier hizo cosas muy importantes. Tuvo la oportunidad, en 1880, de ser 
asesor de la Embajada de Chile en Berlín, Alemania (donde estaban los grandes 
administrativistas) y al volver a Chile cambia los métodos de estudio del Derecho, 
cambiando al método de la exégesis, por lo cual se comienza a estudiar por 
instituciones y no por artículos; Se comienza a estudiar el Derecho Administrativo 
con la dogmática alemana y esto marca la cátedra en Chile como disciplina 
científica, donde el sujeto actuante es la Administración Pública. 

�
2.3.1.- Aspectos históricos de la Administración actual 

�
Un punto de partida que se enmarca con el siglo V con la caída del imperio 

romano hasta la revolución francesa. Este gran periodo se podría definir de 
concentración y reconstrucción del poder. Parte con la caída del imperio romano 
hasta llegar a la monarquía absoluta. El segundo gran periodo es el periodo del 
estado liberal, que es fruto de la revolución liberal que bien se podría definir como 
un periodo de racionalización del poder. Hay un tercer periodo, que comienza 
fundamentalmente que comienza a fines del siglo XIX, conocido como el estado 
social o de intensificación del poder. 

�
En el primer periodo hay un fenómeno de la ruralización, también se produce 

un fenómeno de autarquía y surgen las relaciones feudales y vasallajes. Había 
reinos pero con muy poco poder, en aquella época sobre los reyes estaba el 
Papado y también surge el sacro imperio romano germánico de la mano de Carlo 
Magno. Qué sentido tenía esta estructura de dominación, en realidad el poder 
político no tenía ninguna finalidad en si misma. Funciones políticas, defender el 
territorio, aplicar el derecho y garantizar la defesa de la Iglesia (utilitas recnis). El 
poder político, no se ejerce como un poder abstracto, sino que se ejerce en base 
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de un titulo patrimonial, porque el poder político se ejercía no en tanto se era 
autoridad, sino que el poder político se ejercía en tanto se era dueño de la tierra, 
es por eso que el poder político se traslado al dueño de los latifundios. 

�
Todo esto cambia en el S. XI, se da primero por el cambio en la agricultura, y 

hace que se reanuden las corrientes comerciales, lo que hace que se rompa al 
autarquía, y se comienza a crear nuevos tráficos comerciales. A partir del s. XI, 
desde el plano social, cambian las condiciones económicas y produce un 
resurgimiento de las ciudades, y comienza a surgir una nueva clase, la clase 
burguesa, la que es una pequeña población artesanal y comercial. Y en el plano 
cultural se produce un fenómeno muy interesante “la recepción del derecho 
romano” y especialmente en aspectos públicos. Lógicamente la modernalización 
de la sociedad, hace que surja una nueva organización política donde el poder 
este más concentrado, por lo tanto se hace necesaria una red jerárquica que 
tuviera un sólido apoyo financiero y que también tuviera la capacidad de innovar 
en el ordenamiento jurídico, es decir la capacidad de dictar normas. 

�
¿Cuál era el régimen jurídico aplicable al poder? 

�
Se debe señalar primero, sobre todo en la edad media que no habían normas 

especiales que se aplican a la administración de hecho no se podía innovar en el 
ordenamiento jurídico, el derecho se creaba espontáneamente. Como sabemos 
estaba la patrimonilizacion del poder, por lo tanto el monarca tenía ciertas 
regalías. Se le reconoce si, un poder de mando muy genérico “bann”, este es el 
titulo publico de poder dictar normas. Se le comienza a reconocer a los monarcas 
la facultad de prohibir las guerras es decir de instaurar la paz. Además el derecho 
romano ya la permitía al rey usar una serie de privilegios que eran normas 
especiales (privilegia fisi) que se aplicaban a los bienes públicos. Estos también 
tenían una serie de limitaciones, también aparece la regla de la inalienabilidad, y 
también los reinos son indivisibles. 

�
En segundo lugar, fue la discusión de las reglas del buen gobierno, a través 

de lo que se conoce como las facultades de policía, es decir la actividad estatal 
que busca prevenir el mal futuro. Pero también los poderes de actividad de 
fomento, es decir promover el bienestar y la felicidad de los súbditos. 

�
Segunda etapa “racionalización del poder”.- en el siglo XVIII, se produce un 

cambio radical en todos los aspectos, en el aspecto económico, político, todo esto 
lleva justamente a lo que se conoce como el periodo de las revoluciones liberales 
que comienza en el 1870. 

�
Es preciso destacar cuatro puntos importantes, primero en la soberanía 

nacional, la fuente no está en el monarca sino en la soberanía  y el pueblo. 
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Segundo la división de los poderes del estado y con esto se rompe la 
concentración de poder que tenía el antiguo régimen. En tercer lugar un principio 
que no existía antes, se reconocen derecho innatos e inviolables a los ciudadanos. 
Lo que destaca en el estado liberal es la libertad, igualdad y también destaca el 
principio de legalidad. 

�
2.4.- Bases Constitucionales del Derecho Administrativo 

�
La CPR no es sino la norma de la normas, norma jurídica fundamental, por 

lo cual es lógico que la CPR incide en las distintas ramas del Derecho. 
�

La CPR incide en el ámbito del Derecho Administrativo pero hay que tener 
en cuenta que a través de la constitucionalización del Derecho, se cree que la 
CPR quiere o pretende regularlo todo. O sea, la norma constitucional no agota 
toda la materia jurídica (no pretende regularlo todo). 

�
�
�
�

Lo que si establece la norma constitucional es una serie de principios o 
valores que inciden en todas las ramas del ordenamiento jurídico e incluso podría 
constituir verdaderos principios generales del Derecho (según la corriente 
positivista). 

�
�
�

Este efecto que produce la CPR tiene particular incidencia en el 
Derecho Administrativo por dos grandes razones: 

�
a. Porque el derecho administrativo, en definitiva, es el régimen 

jurídico de un poder público, en la medida que ese régimen jurídico 
de un poder público tenga un impacto de la CPR más enérgico y 
mucho más directo. el texto constitucional se ve como un texto 
constitucional administrativizado, lo que busca la CPR es encausar 
el poder dentro de los márgenes de la ley. 

b. El derecho administrativo en general, y el chileno en particular, se 
asienta sobre un conjunto de principios y criterios que tienen su 
origen justamente en el constitucionalismo que se desarrolla a fines 
del s XVIII, por lo mismo, el derecho continental incide en chile. son 
múltiples los principios que intervienen como principios estructurales 
que se encuentran en el capítulo i de la CPR 1980. 

�
�

Como contrapartida de lo anterior, el Derecho Administrativo, bajo esta 
concepción, establece un conjunto de normas que regula pormenorizadamente el 
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ejercicio legítimo de estas potestades, disponiendo requisitos estrictos para su 
constitución y funcionamiento regular. Además, y como corolario, se consagran 
una serie de derechos de resistencia, impugnación y reparación de las personas 
frente al ejercicio irregular de las potestades públicas, habilitándose mecanismos 
administrativos y judiciales para ello. 

�
No obstante que los principios y reglas sobre las que se construyen estas 

potestades administrativas son bastante obvias y compartidas en los sistemas 
jurídicos del mismo origen, en el Derecho Administrativo chileno han venido siendo 
discutidos y puestos en duda en el último tiempo, pero no de una forma general y 
sistémica, sino episódica, a propósito del ejercicio de algunas potestades públicas 
o la utilización de ciertos "privilegios" por parte de los órganos de la Administración 
del Estado, los que se encuentran expresamente reconocidos en el ordenamiento 
jurídico. Así el ejercicio de las potestades revocatoria e invalidatoria para dejar sin 
efecto actos administrativos dictados con anterioridad, la potestad de autotutela 
para declarar y ejecutar administrativamente un derecho o el simple privilegio de 
presunción de validez de los actos administrativos como paso previo a la 
autotutela del mismo, han sido severamente cuestionados por un sector de la 
doctrina nacional, planteando incluso su inconstitucionalidad sobre la base de 
principios y derechos constitucionales genéricos -aplicados en forma estricta- y 
privilegiando claramente los derechos e intereses individuales frente a las 
potestades públicas. 

�
2.4.- Características del Derecho Administrativo 

�
�  El  Derecho  Administrativo  es  un  Derecho  Público  y  uno  de  los  más 

importantes, Derecho Público interno del Estado. 
�  Es un Derecho Común de todo el sistema de administraciones públicas. 
�  Necesaria  presencia  de  una  administración  pública  para  reconocer  una 

relación jurídico administrativa. 
�  Es un Derecho estatutario. Intenta regular la totalidad de la actividad de la 

administración. 



Instituto  Profesional  Iplacex  

�

�
16 

�

 
�
3.- La Administración Pública, Nociones General 

3.1.- Idea de  administración. 

Administración, en general, implica la idea de gestión, de manejo de 
intereses. Supone una cierta actitud racional, un plan, un orden, una elección de 
medios tendientes a obtener fines predeterminados. En lenguaje doméstico se 
dice que una persona es un buen administrador de sus bienes cuando realiza una 
adecuada dosificación de ellos a las necesidades que tiene, obteniendo, además, 
un incremento de su peculio. 

�
Etimológicamente el vocablo administración tiene varias raíces, a saber: 

�
- “Ad manus trahere”: gestionar intereses. 
- “Ad ministrare”: a servir. 

�
Ambas raíces conllevan la idea de servicio y de gestión no sólo de los 

propios intereses sino que principalmente de los negocios e intereses ajenos y, 
además, la noción de subordinación expresada en la palabra “minus”, o sea 
menor, esto es, de quien administra por otros los intereses o bienes que éstos 
pudieren tener subordinándose a sus instrucciones. Por lo tanto, el administrador 
sería aquel que está al servicio de otros (“dominus”, dueño de bienes e intereses) 
y subordinado a éstos con la finalidad de cuidar y manejar sus negocios o 
patrimonio. 

�
Por otra parte, la gestión de intereses ajenos puede recaer no sólo en 

intereses individuales, sino que también en intereses colectivos, concernientes a 
un grupo o a varios grupos, siendo necesario el empleo de diversos medios de 
gestión, y de una organización de mayor complejidad, destinada a optimizar los 
recursos en pro de la satisfacción de las necesidades. Este es el caso de una gran 
empresa como puede ser un banco comercial que, constituido bajo la forma de 
sociedad anónima requiere de una organización adecuada para la consecución de 
sus objetivos. En él y en todas las empresas que dicha forma jurídica, los dueños 
o titulares de los bienes e intereses son los accionistas, generalmente numerosos 
y cuyo órgano de expresión es la ASAMBLEA, órgano privado de la administración 
directa del patrimonio de la sociedad. Dentro de esta estructura organizada 
cumple un rol de gran importancia el CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN, ente 
colegiado y resolutivo (no operativo), designado al efecto por la Asamblea cuya 
función principal es velar por la ejecución y cumplimiento de los acuerdos por ella 
adoptados. De la naturaleza y carácter de estos órganos se desprende la 
necesidad y la razón de existir de un ente operativo, denominado por lo general 
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GERENTE encargado de ejecutar las políticas de la sociedad, dadas por la 
Asamblea; de concretar las resoluciones del Consejo, desde un punto de vista 
práctico y cotidiano, y de dirigir la estructura burocrática necesaria para el 
desarrollo de las labores empresariales propiamente tales, entre otras. 

�
El cuadro descrito anteriormente se asemeja a la estructura de un Estado 

(Parlamento, Ejecutivo, Ministros de Estado y Funcionarios Públicos), más aún si 
el tamaño y envergadura de la empresa es mayor y más compleja, pues entonces 
el capital suele dividirse en gran cantidad de accionistas que ven diluida su 
influencia en las decisiones de la sociedad, quedando en una situación similar a la 
de un ciudadano frente a un Estado poderoso. 

�
Siguiendo con esta comparación, es necesario hacer presente que en el 

seno de todo Estado y de toda gran empresa existen grupos de presión, líderes 
(positivos y negativos), corrientes determinadas y diversas tensiones entre éstas 
y, dentro de esta perspectiva, la burocracia empresarial adolece de las mismas 
falencias que la estatal. 

�
Sin embargo, la idea de administración adquiere otra connotación cuando 

recae sobre intereses colectivos relativos a las exigencias básicas de la 
comunidad toda, sea porque se relacionan con su subsistencia, con su progreso o 
desarrollo o con intereses generales de la misma y con los medios técnicos y 
económicos adecuados para la consecución de fines tendientes a satisfacer 
dichos intereses. se trata, por ejemplo, de la salud de la población, de su 
educación, de los medios de transportes y telecomunicaciones, etc., todos ellos 
son intereses relevantes, que deben ser satisfechos con los recursos comunes. es 
aquí donde surge la figura de la administración como función del estado promotor 
del bien común, esto es, de quien distribuya los recursos y los aplica a cada una 
de las necesidades existentes para su satisfacción; y que sean calificadas de 
públicas. 

�
La administración de una empresa o sociedad anónima busca la atención y 

satisfacción de los intereses societarios que, por su naturaleza, sólo son comunes 
a una parte de la comunidad, a aquella que integra la empresa o sociedad de que 
se trate. Por la misma razón, esos intereses serían, particulares o privados, 
limitados, por lo general, a la obtención de mayores utilidades o ganancias, en 
contraposición a públicos o generales, cuya satisfacción corresponde, en 
definitiva, al Estado. 

�
En cambio, como se dijo precedentemente, cuando se trata de intereses 

públicos, debe propenderse a su completa satisfacción con miras a la obtención 
del bien común, esto es, del bienestar de todos y cada uno de los miembros de la 
comunidad; lógico es, entonces, que su administración sea también pública, en 
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cuanto está destinada a satisfacer intereses globales y no parciales, que 
ciertamente han de primar sobre estos últimos, con arreglo al ordenamiento 
jurídico. 

�
3.2.- Concepto orgánico y concepto material de administración. 

�
Toda Administración, sea pública o privada, presenta, según sea la 

perspectiva desde que se la observe, dos aspectos: orgánico el uno y material el 
otro. Ha de haber, en efecto, una estructura o complejo orgánico que “administre” 
y una actividad destinada a “administrar”. Dada la naturaleza de la Administración 
Pública, esta doble visión permite captar mejor sus características propias. 

�
Si la Administración Pública es parte del Estado, que es en sí “una 

organización institucionalizada”, ha de estar ella constituida, en este contexto 
global, por un conjunto de órganos llamados a conducir y ejecutar las tareas 
administrativas, Subjetiva u orgánicamente, pues, la Administración Pública “es 
una estructura orgánica, un ente o complejo de entes al que el ordenamiento 
jurídico le atribuye la función de administrar” 

�
Pero surge inmediatamente la interrogante: ¿qué es administrar?. 

Responderla implica desentrañar el contenido de la administración pública en 
cuanto actividad, es decir, su concepto material u objetivo y no ya subjetivo u 
orgánico. El problema es complejo y doctrinariamente polémico. 

�
En verdad, las funciones denominadas esenciales en un Estado 

contemporáneo pueden distinguirse por su materialidad: la legislativa se traduce 
en la creación de las normas que han de regir a la comunidad; la jurisdiccional, en 
asegurar el cumplimiento de las normas, declarando el derecho en casos 
controvertidos y sancionando su violación; la ejecutiva, en la ejecución de las 
normas así creadas y aseguradas para dar satisfacción a las necesidades 
públicas. ¿Se confunde entonces la actividad administrativa con la ejecutiva?. Su 
contenido no es rigurosamente idéntico. Aunque en gran medida aquélla signifique 
la ejecución de normas superiores y su concreción en casos determinados – 
diferenciándose (en este sentido de ejecución) de la actividad legislativa, que es 
abstracta e impersonal- no siempre la Administración consiste en “actuar” la ley en 
casos concretos, sino que también en dictar normas generales, como los 
reglamentos, que son actos de la Administración; comprende, asimismo, la 
resolución de conflictos, si bien dentro de su propio ámbito, mediante recursos y 
decisiones, y cubre una amplia gama o zona en la acción del Estado, ya en el 
plano meramente fáctico (operaciones y hechos materiales), ya en el plano jurídico 
(hechos, actos, contratos). No se agota la administración en su expresión jurídica, 
como es el caso de la legislación con la ley y de la jurisdicción con la sentencia, 
sino que se extiende a la realización práctica y material de sus cometidos. 
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Aún cuando – como en la actividad jurisdiccional- mediante la administración 
se apliquen normas jurídicas a casos concretos, su objetivo no es, como en 
aquélla, el de hacer respetar el derecho, sino el de dar satisfacción a las 
necesidades cuya atención se ha puesto a su cargo, con sujeción, por cierto, al 
ordenamiento jurídico. 

�
Hay quienes, por todo lo dicho1, califican el contenido de la actividad 

administrativa como residual, comprensiva de todo aquello que, material y 
orgánicamente, no esté delimitado en la función legislativa o en la función 
jurisdiccional, concepción que estaría avalada por la evolución histórica y política, 
al haber ido desgajando del poder absoluto la justicia y, después de la Revolución 
Francesa, la legislación, surgiendo los tres poderes clásicos y quedando el 
ejecutivo, como sucesor del monarca, con un carácter residuario y con funciones 
heterogéneas y múltiples. 

�
Por otra parte, debe reconocerse que la realidad presenta como necesaria 

para el debido cumplimiento de las funciones básicas de los órganos de 
legislación y de jurisdicción cierta actividad de carácter administrativo, como los 
actos relativos a su organización y a su personal. 

�
Con todo, es indudable que la función destinada a dar satisfacción de un 

modo permanente y concreto a las necesidades públicas, mediante actos o 
hechos jurídicos y materiales, de acuerdo con el ordenamiento jurídico, está 
radicada, en los Estados contemporáneos, fundamentalmente en el Poder 
Ejecutivo; pero no constituye toda la actividad de éste, porque le compete también 
la acción política o de gobierno (v. gr., la que se refiere a las relaciones del Estado 
con otros Estados o a las del Poder Ejecutivo con otros Poderes). 

�
3.3. Estado y administración. 

�

3.3.1.- Estado de derecho.- 
�

En un sentido muy amplio, puede decirse que todo Estado es un Estado de 
Derecho, ya que no puede existir un Estado sin normas. Mas, para que, estricta y 
modernamente, exista un Estado de Derecho se requiere la existencia de normas 
fundamentales y otras derivadas de éstas, que reglen el actuar de todos los 
integrantes de la comunidad, no sólo el de los particulares, sino que también el de 
los órganos públicos. 

�
�
�
�

“La Administración Pública como objeto de ciencias jurídicas y no jurídicas”, en 
Revista de Administración Pública. 
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Dichas normas deben revestir, además, caracteres de certeza, fijeza y 
estabilidad, esto es, que emanen de un órgano competente (Poder Legislativo) a 
través de un procedimiento preestablecido que regule su creación, que rijan un 
período de tiempo determinado, marcado por su publicación y su derogación, que 
sean conocidas por aquellos a quienes van dirigidas y que exista certeza de que 
su infracción será sancionada por la autoridad competente, previo debido proceso 
legal, todo ello en pro de la seguridad jurídica, principio que informa todo 
ordenamiento jurídico. 

�
Sobre tal supuesto, se puede decir que las características propias de un 

Estado de Derecho son las siguientes: 
�
a. La existencia de una norma fundamental: la Constitución, en la cual se 

establecen las líneas básicas de la organización del Estado, los poderes o 
autoridades y, el reconocimiento de los derechos y garantías de las personas 
frente al poder. 

b. Separación de poderes: principio fundamental en el Estado moderno. El poder 
del Estado es uno solo, pero se diversifica en funciones radicadas en órganos 
a quienes se otorgan potestades para el cumplimiento de sus fines en orden al 
bien común. La “separación” o delimitación de las competencias de los 
órganos, especialmente de aquellos que se han estimado esenciales y 
llamados históricamente “Poderes del Estado”, ha de producir el equilibrio 
indispensable para evitar la concentración abusiva del poder. 

c. Hay una integración democrática en la soberanía: el soberano es la Nación, el 
pueblo (la comunidad), y en ellos reside, en definitiva, el poder que ejerce por 
representantes  elegidos  democráticamente  por  un  período  determinado 
(principio de la representatividad). 

d. Principio de la legalidad de la Administración: la Administración no se legitima 
a sí misma, sino que sus potestades emanan de quien, siendo delegatario de 
la soberanía, tiene el poder de legislar. Entonces la Administración debe estar 
sometida a la ley, ya que es la cara visible del Estado y ejerce la función más 
cercana a la ciudadanía. Es en lo cotidiano donde el actuar de la 
Administración suele ser abusivo. En verdad, su sujeción como se verá es a 
todo el ordenamiento jurídico y no sólo a la ley formal. El principio es, por 
tanto, de juridicidad más que de legalidad. 

e. Control jurídico: La juridicidad del actuar de la Administración exige que 
existan sistemas de control jurídico y que éstos sean eficaces, destacándose 
el control jurisdiccional sobre la Administración como principal resguardo de 
los ciudadanos en contra de posibles abusos o arbitrariedades de ésta. 

f. La responsabilidad: del Estado administrador. Debe responder, especial y 
directamente por los daños que ocasionen sus órganos en el ejercicio de sus 
funciones.  La  Ley  Nº  18.575,  que  estableció  las  Bases  Generales  de  la 
Administración del Estado regula expresamente esta responsabilidad en sus 
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artículos 4º y 44, con base en los artículos 6, 7, 38, 19 Nº 20y 24, 73, entre 
otros, de la Constitución Política de la República. 

g. La existencia de tribunales independientes: esto es, no sometidos a ninguno 
de los otros poderes. 
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�
3.3.2.- Origen del Estado de Derecho 

�
Históricamente, la noción de Estado de Derecho es una materia de larga y 

pausada evolución. Es así como a medida que aumentaba el tamaño de los 
asentamientos humanos se incrementaba también la organización de las 
comunidades, con lo que el hombre fue adquiriendo paulatinamente conciencia de 
su sociabilidad, de la necesidad del otro y de sus derechos, de la posibilidad de 
exigirlos. 

�
En un comienzo, es probable que la autoridad haya residido en el más 

fuerte, en el más viejo o en el más sabio, circunstancia que evolucionó hacia una 
organización que satisficiera de mejor manera las necesidades de una sociedad 
naciente. 

�
En la historia de Occidente, Grecia y Roma fueron expresiones de 

organización más perfeccionada de la “ciudad” o Estado. Más tarde, al 
derrumbarse el imperio Romano y comenzar la Edad Media, la sociedad se 
organizó en baronías feudales, cuya relación con el campesino fue de sujeción 
personal, perdiéndose la subordinación al Estado, aun cuando el rey se 
reconociera, entre los señores, con cierta primacía. Con el surgimiento de los 
gremios, agrupaciones de personas que desarrollaban actividades similares, esta 
lucha se intensificó, pues al tener un grado superior de organización, se ejercía 
mayor presión en la defensa de los derechos comunes. En esta estructura social 
existían también estamentos privilegiados que fueron adquiriendo fuerza e 
importantes derechos, los mismos que defendían con gran vehemencia. De esta 
manera las atribuciones del rey encontraron límite en los derechos de las 
personas, ya no como individuos sino como agrupaciones. 

�
Esta evolución se fue produciendo bajo el amparo de dos principios: libertad 

y propiedad, que han sido conquistas frente a un poder más o menos omnipotente. 
Son dignos de destacarse los fueros que en España se reconocieron a ciertas 
comunidades. 

�
A partir del siglo XV surgieron las monarquías absolutas que dieron origen 

a lo que se ha denominado Estado de Policía. En ellas el monarca era el 
dispensador de todos los derechos, él disponía de todo, las normas emanaban de 
él y cuando esas normas pretendían ir a favor o en el bienestar de todos sus 
súbditos, se les llamaba normas de policía. 




















































































































































































































